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INTRODUCCiÓN 

A través de la historia de la Administración Pública mexicana, sin lugar a dudas, el 

tema de la responsabilidad de los servidores públicos en el desempeño de las 

actividades conferidas, ha constituido un reclamo constante de la sociedad, quien 

ha exigido que las tareas se desarrollen dentro de los marcos de la legalidad, la 

honradez, la imparcialidad, la economía y la eficacia para garantizar un 

desempeño dirigido a privilegiar la convivencia armónica de la comunidad. 

Es indudable que el reclamo social para que la gestión pública se desarrolle 

dentro de un marco de honestidad, imparcialidad y transparencia no siempre ha 

recibido respuestas satisfactorias, por ello desde la óptica del administrador 

público, se considera indispensable investigar si como nación hemos sido capaces 

de formar y consolidar un eficiente esquema de responsabilidades administrativas, 

cuya operación garantice a la comunidad que las conductas irregulares por 

excesos, abusos, o desviaciones en el desempeño del servidor público serán 

objetos de sanciones y a su vez permita desalentar y prevenir incumplimientos en 

la función pública, que evidentemente impactan de manera negativa en la 

convivencia y cohesión social. 

Tomando en cuenta que el servidor público es quien ejecuta las acciones que 

tienen como prioridad la satisfacción de las necesidades comunes y su actuación, 

positiva o negativa, impacta directamente en la sociedad; se estima necesario 

ubicar sus compromisos institucionales establecidos dentro del marco juridico que 



,specificamente rige al ámbito público, en el cual se privilegia el respeto de la 

ibertad de los gobernados, como requisito para consolidar una vida democrática 

lmdada en la legitimidad de los actos de gobierno, emergida del consenso 

agrado mediante la actuación eficiente y eficaz de la actividad pública, 

I\demás, el estudio de los compromisos institucionales de los servidores públicos 

en el desempeño de sus funciones, remite al análisis de los elementos de los 

principios de equidad y rendición de cuentas, con respecto al uso y destino de los 

recursos públicos, de modo que se responda ante la sociedad por los actos 

asumidos, pues de ella emanan los recursos que nutren a la función pública. 

Teniendo como premisa que el actual marco normativo de las responsabilidades 

administrativas mexicanas, constituye el resultado de esfuerzos que en ocasiones 

muestra avances y en otras retrocesos, es indispensable hurgar en su origen y 

desarrollo como instancias que permitan conocer los errores cometidos y rescatar 

los aciertos para consolidar un sistema de responsabilidades eficiente y eficaz. 

Adicionalmente, el análisis del actual esquema normativo de las responsabilidades 

administrativas, permitirá conocer las exigencias planteadas al servidor público en 

el desarrollo de sus funciones, asi como las sanciones que pueden aplicarse en 

caso de incumplir con su objetivo de apoyo al desarrollo armónico de la sociedad. 



En este contexto, es importante mencionar que para abordar la presente 

investigación, se inicia con los antecedentes, importancia y definición del concepto 

de servidor público, con el objeto de determinar su papel en el proceso de 

gobierno; asi como establecer los compromisos institucionales y profesionales que 

deben guiar su desempeño. 

En el segundo apartado, el estudio se enfoca al sustrato histórico de las 

responsabilidades administrativas de los servidores públicos mexicanos, por 

constituir un marco referencial que nos permitirá ubicar las particularidades que 

han impactado en cada momento histórico específico, y que han generado la 

implantación del esquema normativo e institucional vigente. 

En este orden de ideas, el tercer apartado aborda, precisamente, el esquema 

normativo e institucional de la responsabilidad administrativa que nos rige 

actualmente, buscando ubicar a los sujetos de responsabilidad, a los 

procedimientos susceptibles de aplicación en caso de incumplimiento, las 

sanciones administrativas y los medios de defensa con que cuentan los servidores 

públicos para evitar aplicaciones injustas; así como el marco institucional 

establecido para la materialización de esta legislación y los impactos obtenidos en 

su desempeño. 

Como punto final, se vierten las conclusiones emergidas de la investigación 

aplicada. 

.' 



· EL SERVIDOR PÚBLICO 

'ara el estudio del esquema normativo de las responsabilidades administrativas. y 

:us impactos en el desempeño de la Administración Pública, es requisito 

1dispensable entender previamente a su objeto y sujeto, el cual no es otro que el 

;ervidor público. 

1.1. Génesis . 

• os antecedentes del servidor público moderno se ubican en el tránsito de la 

nonarquía absolutista al Estado liberal" es decir cuando declina el sistema feudal 

comienzan a formarse los nuevos estados europeos, principalmente el Inglés y 

,1 Francés, fundados en la centralización del poder como alternativa para 

¡obernar de manera equitativa a una sociedad que reclama igualdad e 

Individualidad. 

En el feudalismo, los nobles propietarios de la tierra, fuente de la riqueza 

medieval, administran e imparten justicia a los habitantes de su feudo; es decir se 

eriger en el gobierno mismo, " ... ya que se consideraba a la nobleza más o 

menos como lo que ahora es el gobierno: se soportaban las cargas que 

imponía a cambio de las garantías que brindaba. Los nobles tenían privilegios 

1 En el Estado liberal, de derecho o moderno los " ... poderes públicos son regulados por normas 
generales (las leyes fundamentales 0, constitucionales) y deben ser ejercidos en el ámbito de las 
leyes que los regulan, salvo el derecho del ciudadano de recurrir a un juez independiente para 
hacer reconocer y rechazar el abuso o exceso del poder." Norberto BobblO. Liberalismo y 
democracia, ?18. 



mortificantes, y poseían derechos onerosos, pero aseguraban el orden público, 

impartían justicia, hacían cumplir la ley, acudían en auxilio del débil, se 

encargaban de los asuntos comunes"2 

La clase noble por la posición política, económica y social que ocupa, emprende 

el abandono de las tareas relacionadas con la administración, al considerarlas 

como una actividad que los degrada, can ello su gobierno y autoridad se deteriora 

y " ... casi no se ve ya al señor actuar en la parroquia como representante del rey, 

como intermediario entre éste y los habitantes. Ya no es el encargado de aplicar 

en ella las leyes generales del Estado, de formar milicias, de recaudar los 

impuestos, de publicar los mandatos del principe ni de distribuir los socorros.'" 

Las actividades de administración y justicia que desdeñan los nobles son 

paulatinamente asumidas por un grupo de hombres de clase considerada inferior, 

elegidos por la población donde habitan, y nombrados por el monarca; o bien, 

eran campesinos, plebeyos y burgueses que al acumular recursos económicos 

compran los cargos públicos que el rey vende. 

La venta de cargos públicos llega a considerarse como algo importante, de tal 

forma que la gente de la ciudad en su lucha por obtenerlos, acumula capital y 

busca la oportunidad de adquirirlas, los plebeyos ricos ya no ven atractivo el 

2 Alexis de ToqueviJIe. El antiguo régimen y la revolución, p.p.116~117. 
3 Ibid., p. 113. 
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trabajo del campo ' ... su vida ya sólo tenia una meta: aspirar a convertirse en 

funcionario público en su ciudad adoptiva" '. 

Los hombres que ocupan los cargos públicos, que los nobles no consideran 

importantes, integran un nuevo cuerpo administrativo, el cual termina por 

desplazar a la antigua aristocracia y empiezan a actuar como una clase con sus 

propios códigos de conducta, logrando sobrevivir al colapsarse el Estado 

absolutista. 

No obstante los periodos de inestabilidad causados por los diversos cambios de 

gobierno que tienen lugar en Europa a partir de la Revolución Francesa, el nuevo 

cuerpo administrativo logra consolidar una formación y permanece casi intacta, 

pues los funcionarios públicos continúan realizando sus actividades, de manera 

normal, " ... juzgaban y administraban primero en nombre del rey; luego, en nombre 

de la república y, finalmente en nombre del emperador ... " 5. 

Los cargos públicos son retribuidos y las personas que los ocupan aumentan 

constantemente sus atribuciones, lo cual determina un crecimiento desmesurado 

del nuevo cuerpo administrativo, constituyendo una compleja organización, que es 

Ilbid., p. 175. 
, Ibid, p. 280. 
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conocida como burocracia', la cual se extiende, llegando a copar a la sociedad al 

grado que Carlos Marx la concibe como " ... un espantoso organismo parasitario 

que se ciñe como una red al cuerpo de la sociedad Francesa y le tapona todos los 

poros ... n7 

Las características que Marx encuentra en las actividades de la burocracia son 

principalmente: la centralización del poder, la división del trabajo, el fortalecimiento 

de medidas represivas, el aumento de atribuciones y el crecimiento de servidores 

del poder estatal. 

Sin embargo, la sociedad empieza a imponer límites a la actuación estatal y a sus 

funcionarios a través de leyes, e inicia la diferenciación entre la actividad privada 

y la pública, defendiendo la libertad individual, y sometiendo a la autoridad al 

imperio del derecho, dado que ya no es válido argumentar que el poder deriva de 

una superioridad divina, y que el reyes la fuente del derecho, lo cual permite al 

pueblo intervenir en el proceso de gobierno mediante representantes constituidos 

en un parlamento. 

6 La burocracia moderna, está constituida por " ... mdividuos personalmente libres, obligados por los 
deberes objetivos del cargo, y que Ingresan a la organización en virtud de un contrato que estipula 
una retribución en dinero. Estos burócratas tienen una carrera o una calificación profeSional que 
fundamente su nombramiento, y tiene ante si perspectivas de ascenso; es decir, fa garantía de una 
sene de prebendas y privilegios a cambio de lealtad, fidelidad y el desempeño eficaz del cargo." 
Bertha Lemer. Democracia política o dictadura de las burocracias, p. 99 
7 Carlos Marx. El Dieciocho 6rumario de Luis Bonaparte. p.9? 
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:n el Estado de derecho, el poder estatal y las funciones de sus trabajadores se 

'jercen de acuerdo con los límites establecidos por la sociedad, quien está 

epresentada en el parlamento, espacio donde se producen las leyes generales 

¡ue norma n la vida de la comunidad y del propio Estado, éste además de estar 

egulado por leyes debe respetar derechos del ciudadano, como la propiedad, la 

ibertad y la igualdad, pues el "Estado de derecho no sólo significa subordinación 

le los poderes públicos de cualquier grado a las leyes generales del país que es 

m limite puramente formal, sino también subordinación de las leyes al limite 

naterial del reconocimiento de algunos derechos fundamentales consignados 

~onstitucionalmente ... "8. 

Con la consolidación del Estado de derecho, el cuerpo administrativo también se 

fortalece, pudiendo el servidor público conceptualizarse como la persona o 

individuo a través de la cual el poder estatal manifiesta su voluntad de realizar las 

actividades que son de su competencia y están expresadas y delimitadas por la 

ley, quien le indica las actividades a realizar; asi como el modo, entorno y objetivo 

para desarrollarlas. 

1.2 Importancia y definición. 

La importancia del servidor público radica en su papel de agente que interviene 

en el gobierno y la administración de los asuntos públicos; es decir, no existe 

~ Norberto, Bobblo. Op. Cit .. p.19. 

s 



actividad del Estado que no requiera de la participación de servidores públicos, 

quienes desempeñan labores en diferentes áreas, como: defensa, justicia, salud, 

trabajo, educación, transporte, comercio, abastecimiento, etc. 

La actividad del servidor público impacta directamente en la sociedad, ésta es 

finalmente quien rechaza o acepta la calidad y cantidad de los bienes O servicios 

que le son ofertados para satisfacer las necesidades colectivas que son 

consideradas esenciales por la comunidad, y esto se demuestra mediante la 

mayor O menor aceptación de las medidas adoptadas para llevar a cabo el 

proceso de gobierno. 

El servidor público puede definirse como el individuo que presta sus servicios al 

Estado y cuyas actividades están reguladas por la ley, teniendo como objetivo la 

satisfacción de necesidades colectivas, consideradas básicas para la 

conservación de las relaciones sociales. 

En el caso especifico de nuestro pais, la Constitución Politica de los Estados 

Unidos Mexicanos, define al servidor público como aquella persona que 

desempeña un empleo cargo o comisión en el sector público; es decir, quien 

trabaja en la Administración Pública' es un servidor público, manteniendo una 

9 "". la Administracl6n Publica constituye la actividad del Estado Que está encaminada a producir 
[as condiciones que facilitan [a perpetuación de la sociedad y crear las capacidades de desarrollo 
de los elementos que la constituyen". Ornar Guerrero Orozco. Principios de Administración 
Pública, p. 25. 

9 



-elación de trabajo con el Estado, sin distinción del tipo de órgano en que se 

Jesempeñe, o de ordenamiento laboral que lo regule; lo cual no impide que se le 

Jenomine de diversas maneras, a saber: funcionario público, empleado público, 

burócrata y trabajador al servicio del Estado_ 

El servidor público forma parte de un cuerpo especializado que efectúa las 

funciones propias del Estado, por lo que su actuación debe responder a niveles 

mínimos de competencia y, de ser posible, aspirar a la excelencia, contribuyendo 

al funcionamiento de una Administración Pública moderna y eficiente, que 

privilegie la libertad en el desarrollo de las funciones que tiene encomendadas, 

mismas que implican a su vez la adopción de compromisos tanto institucionales 

como profesionales_ 

1.3 Compromisos Institucionales. 

El servidor público, en la actualidad tiene ante si una tarea ardua, pues su 

aceptación depende de su grado de vinculación con los cambios politicos, 

económicos y sociales en que se ve inmersa la sociedad. Para ello, debe asumir 

los compromisos institucionales de libertad, democracia, legitimidad, eficacia y 

eficienda. 

1.3.1 Libertad 

El respeto a la libertad, en el desempeño de la función pública es fundamental, 

pues ésta constituye un derecho natural del individuo, que hace posible ampliar y 

10 



desarrollar sus facultades para decidir de manera independiente en todo aquello 

que le concierne sólo asi mismo, garantizándole la organización de su vida de 

acuerdo con su particular aspiración; pero el ser humano al no poder vivir aislado 

de sus semejantes y formar parte de una sociedad, también debe contar con 

libertades individuales" y políticas" que le permiten convivir de manera armónica; 

de tal forma que preserve el tejido social y tienda a la búsqueda del progreso 

individual y colectivo. 

En este sentido, el empleado público debe contar con libertad para participar en la 

administración y gestión política del Estado, sin omitir que su libertad debe 

respetar los limites establecidos en el marco jurídico que regula la actividad 

estatal, teniendo como premisa que la comunidad puede sancionar los excesos de 

poder y la arbitrariedad cometidas en el ejercicio a la función pública. 

Los límites al exceso de poder, es la premisa que guia a la doctrina del 

liberalismo; por ello postula que el " ... Estado debe entrometerse lo menos posible 

en la esfera de acción de los individuos";" en tal virtud, si el Estado tiende a exigir 

o a prohibir determinados actos, el ciudadano tiene el derecho a reclamar el pleno 

respeto a sus libertades. 

10 La libertad del individuo en la sociedad palftiea implica ", . .Ilbertad de acción, libertad de 
pensamiento y de palabra" A.J. Carlyle. La libertad política. p.261. 
11 La libertad polltica " ... garantlza al ciudadano una participacI6n en los asuntos públicos, que le da 
la impresión que. por medio de sus elegidos y eventualmente también de sus opiniones. ejerce una 
Influencia sobre el destino de la colectividad." Raymond Aron. Ensayo sobre las libertades. p. 
144. 
12 Norberto Bobbio. Op. Cit .. p. 22. 

11 



,terior afirmación, se funda en la consideración de que en el ejercicio de sus 

ades, los ciudadanos eligen a sus gobernantes a fin de que éstos 

lduzcan las condiciones necesarias para garantizar seguridad, bienestar, las 

tunidades de una mejor vida y una activa participación en las tareas 

otivas; de tal forma que el servidor público no puede soslayar que la gestión 

ica implica la satisfacción de las demandas legítimas de la población, en el 

00 de las libertades que impone el Estado de derecha; es decir, no debe 

lar que tiene " ... el propósito de defender al individuo de los abusos de 

er" .13 

el servidor púbnco observa y cumple con lo establecido en la ley, está 

antizando su libertad y la del ciudadano para participar en la construcción de 

proyecto de vida común, guiado por el respeto y el desarrollo conjunto de 

itudes, integrándose progresivamente al trabajo de la colectividad, pues" ... a 

larga la libertad siempre trae holgura, bienestar y a menudo riqueza a quienes 

)en conservarla. "14 

trabajador al servicio del Estado, al cumplir sus actividades con apego a lo que 

Jica la ley está protegiéndose de incurrir en excesos de poder, evitando actos 

bitrarios y corruptos, generando la confianza y \a libre participación de los 

Ibid., p. 21. 
Alexis de Toquevi11e. Op. Cit.. p. 248. 

12 



ciudadanos, por ello es indispensable tener presente que "La obediencia a la ley 

es la libertad."" 

Al limitarse el poder del Estado, y en consecuencia la actuación del servidor 

público, se está ampliando la libertad e iniciativa de los individuos y la esfera de su 

vida privada también se engrandece, para que ello sea posible es imprescindible 

contar con un Estado democrático. 

1.3.2 Democracia. 

Los griegos nos legaron la enseñanza de que existe democracia " ... donde los 

hombres libres, pero pobres, forman la mayoría y son soberanos""; lo cual es 

retomado en el siglo XVIII para aseverar que " ... confiar el depósito del gobierno a 

todo el pueblo o a su mayoria. de suerte que haya más ciudadanos magistrados 

que simples particulares. A esta forma de gobierno se le da el nombre de 

democracia"17. 

Es necesario tener presente que la democracia de los antiguos se practica de 

manera directa en asamblea, y la de los modernos asume la característica de ser 

representativa que genera " ... Ia forma de gobierno en la que el pueblo no toma las 

decisiones que le atañen. sino que elige a sus representantes que deben decidir 

15Juan Jacobo Rousseau. El contrato social, p.12. 
16 Aristóteles. La polltica, p. 163. 
17 Juan Jacobo Rousseau. Op. Cit., P 35 

13 



or él"". Asi, la democracia moderna tiene como requisitos la libertad, la 

)berania de las mayorias y la representación de los ciudadanos, lo cuales están 

Drmadas y garantizadas por leyes que establecen las reglas generales de 

landas de los gobernantes y de los ciudadanos; asi como de la obediencia; es 

ecir, la ley define derechos y obligaciones, pues en la democracia " .. .la ley reina 

:Jberanamente"19. 

n este contexto de la democracia, el empleado público moderno tiene la 

bligación de privilegiar la participación de la ciudadania en los asuntos que le son 

omunes, de tal forma que conjuntamente contribuyan al logro de las aspiraciones 

e la sociedad, garantizando su seguridad y bienestar, contribuyendo de manera 

ecidida y permanente en la defensa de los espacios democráticos que la 

ociedad ha creado, para satisfacer aquellos fines que son lícitos y útiles para el 

lesarrollo conjunto. 

:n la democracia el servidor público tiende a garantizar una mayor participación 

le los ciudadanos que permite sumar aptitudes y facultades para asegurar un 

nejor desarrollo de la gestión pública", por medio de representantes que han 

8 Norberto Bobbio. Op. Cit., p.35 
9 Aristóteles. Op. Cit .. p.166. 
o ", .. Ia gestión pública puede definirse como el conjunto de aptitudes que tiene por objeto 
:onservar la organización del Estado, tomando en cuenta su diversidad terntorlal, demográfica, 
~con6mica, pol1lica y social para propiciar que sus facultades. sistema volitiVO y vitalidad 
nstitucional se conjugue para asegurar su supervivencia óptima." Ricardo UvaJle Berrones. Las 
ransformaciones del Estado y la Administración Pública en la sociedad contemporánea, p. 
52. 
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sido elegidos de manera libre, respetando la pluralidad de las organizaciones y 

grupos sociales, tanto políticas como sociales y culturales, qUienes finalmente son 

los que legiliman su actuación. 

1.3.3 Legitimidad. 

Para que la sociedad legitime la actuación del servidor público, éste debe 

contribuir de manera destacada para que los procesos administrativos tiendan a 

satisfacer necesidades y a la conservación de los valores y costumbres de la 

población, cumpliendo con las leyes establecidas, desarrollando sus funciones de 

manera eficiente y teniendo en cuenta que sólo un " ... sistema de normas 

racionales legitima al que dispone de mando, y su poder es legitimo en tanto que 

es ejercido de acuerdo con las mismas. Se obedece a las normas y no a las 

personas." 21 

De acuerdo con Max Weber, existen tres categorias puras de dominación legitima, 

a saber: la legal, tradicional y carismática, dentro de ellas "La burocrática 

constituye el tipo técnicamente más puro de la dominación legal""; de ahi que sus 

integrantes, que son contratados por el Estado, al ejercer sus funciones deben 

hacerlo de acuerdo a la competencia que está indicada en el cuerpo legal que 

rige la acción estatal. 

21 Max Weber. Economia y sociedad, p.706. 
22 Ibid., P 708. 
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. ello es frecuente definir la legitimidad como el poder que esta fundado en un 

"po legal; es decir, el que se ejerce de acuerdo a lo ordenado por las leyes; sin 

bargo, las funciones especificas que realiza el servidor público, aparte de 

lervar el ámbito jurídico, debe tender a buscar el consenso de la sociedad, 

en decíde si los bienes y servicios que le son proporcionados son los que 

'antizan su seguridad y bienestar. 

este sentido el trabajador al servicio del Estado no puede soslayar que las 

:ultades conferidas para administrar los recursos de la comunidad, deben 

"cerse de manera transparente, racional y honesta pues los asuntos públicos, 

fundan en la premisa que "EL GOBIERNO LEGITIMO, el buen gobierno, es el 

e hace lo que tiene que hacer, el que lo hace bien y el que consigue llevar a 

,cto una obra de bien público. Su legitimidad se comprueba por su utilidad."" 

I legitimidad de la actuación del servidor público se relaciona directamente con 

satisfacción de las necesidades de la comunidad, son ellas la razón de la 

~ividad estatal, pues en tanto se actúa oportunamente y con calidad ante las 

,mandas de los miembros de la sociedad, ésta responde con el consenso que 

Instituye la base de la aceptación, especialmente si se toma en cuenta que en 

.las democracias la legitimidad viene de abajo, puesto que únicamente el 

Insentimiento de aquellos que tienen el deber de obedecer puede crearla"". 

Guglielmo Ferrero. El poder, p149. 
Ibid., p193. 
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:::on el consenso el servidor público efectúa con mayor facilidad y seguridad las 

funciones conferidas a la organización estatal, pero debe tener cuidado de que la 

sociedad no empiece a mostrarse insatisfecha de las acciones del Estado, 

dudando de su eficiencia, ello implicaría un severo cuestionamiento a su 

desempeño y utilidad y por lo tanto el riesgo de la legitimidad del gobierno 

establecido. 

1.3.4 Efícacia y Eficiencia. 

La aplicación de los conceptos de eficacia y eficiencia en el trabajo que 

desempeña la Administración Pública, representa un tópico controvertido, pues si 

bien la primera conlleva la aplicación de medidas tendientes al logro de un 

objetivo, la segunda incluye además la consideración de un valor agregado que 

bien puede ser economía en tiempo, o en recursos. 

Al concepto de eficiencia se le relaciona con la criterios de rentabilidad en la 

obtención de resultados, lo cual ha conducido a vincularlo con el lucro; por ello, su 

aplicación en el campo de la Administración Pública ha causado polémica, 

aduciendo que los objetivos perseguidos al encontrarse directamente vinculados 

con las trasformaciones de la sociedad a la cual sirve, no son susceptibles de 

adscribirse a la especulación. 
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pero, si el concepto entraña una "Virtud y facultad para lograr un efecto 

3rminado <implicando> utilización racional de los recursos productivos, 

,cuándolos con la tecnologia existente"25; lo cual es perfectamente aplicable a 

abar que desempeña la administración, quien se nutre de recursos públicos, 

,rtados por la ciudadania que espera en correspondencia que éstos se 

nejen de manera racional para producir los bienes y servicios que le permita 

pliar sus expectativas de seguridad y progreso, 

necesario aclarar que la aplicación de los critenos de eficiencia o eficacia en el 

Jajo de gobierno tiene como requisito la evaluación del contexto en el cual se 

úa, pues si se toma en cuenta lo complejo que resulta la vida en sociedad, 

sten ocasiones en que la utilización de cualquiera de elios podria conllevar a la 

neración de problemas mayores; por esto es tarea del servidor público aplicar 

intelecto para adoptar decisiones que privilegien la preservación de la 

ociación en los marcos del respeto y la justicia, sin soslayar el cuidado de los 

:ursos aplicados. 

,r elio, la Administración Pública debe tender a la incorporación de trabajadores 

n mejores aptitudes profesionales, con un mayor grado de escolaridad, que 

an capaces de involucrarse de manera ágil con una función encomendada, ya 

Dceáno 1. Diccionario enciclopédico, p. 533. 
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que cada vez se exige" .. no sólo a que utilicen su mente racional, sino que 

viertan sus emOCIones, intuiciones e imaginación en el trabajo"26. 

El servidor público, no puede soslayar que en la actualidad los procesos 

administrativos se tornan cada vez más complejos y diversos, pues "Nuestro 

mundo, es el mundo de las incertidumbres"," donde las decisiones de ayer, hoy 

resultan inoperantes y no cumplen con los propósitos esperados. 

A.nte tal situación, el empleado público está obligado a remontar las inercias y 

'itualismos retardatarios en la realización de su trabajo, para dar paso al 

Jinamismo que le permita añadir valor a sus actividades, considerando que " ... de 

layen adelante, el conocimiento, que no la mano de obra barata, y los símbolos, 

lue no las materias primas, será lo que entrañe y añada valor [pues] .. .En la 

lueva economía el recepcionista y el banquero de inversiones que capta el 

:apital, el perforista y el vendedor, el diseñador de sistemas y el especialista de 

elecomunicaciones, todos añaden valor"." 

1.4 Compromísos profesionales. 

:1 servidor público como profesional de la Administración Pública tiene el deber de 

,sumir compromisos que le conduzcan al desempeño de su gestión en los marcos 

G Alvin Toffler. El cambio del poder, p. 107. 
7 Juan MarIa Alponte. La revolución ciberespacial y la privatización del Estado-Nación, p. 26. 
a Alvin Teffier. Op. Cit., p.112. 
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la equidad y la responsabilidad, sin olvidar el rendimiento de cuentas a la 

:iedad que lo sustenta . 

.. 1. Equidad 

protección y seguridad de los intereses de los miembros de la comunidad, es la 

lión fundamental del. servidor público, por ello no puede permanecer indiferente 

os niveles de desempleo, pobreza, marginación y desigualdad que existe en 

mdes núcleos de la población mexicana. 

modelo económico que impera a nivel mundial y en el cual participa nuestro 

ís, tiende a la concentración de la riqueza en manos de una minoría, generando 

sigualdades políticas, sociales, científicas, tecnológicas y culturales, 

.desigualdad que se prolongará, pese a todo, durante varias generaciones más 

pobreza"," ante lo cual el servidor público tiene que asumir que su 

rticipación en la vida colectiva es importante y su desempeño no puede estar 

svinculado de una administración que incorpore el criterio de la equidad, pues 

ta " ... es una especie de justicia y no un hábito diferente"". 

desempeñar sus funciones con equidad, el servidor público está en posición de 

finir las verdaderas prioridades del país, contribuyendo a la organización de la 

munidad para remontar el atraso económico, social y cultural, " ... porque una 

luan Maria Alponte. La Revolución Ciberespacial..., p. 22. 
::"nst6teles. La Ética Nicomaquea, p 71. 
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sociedad basada en principios de equidad no admite ni posibilita la existencia de 

45 millones de pobres expulsados del mercado interno y por tanto, de la civilidad 

de un orden común hacia el bienestar"". 

La actuación del trabajador al servicIo del Estado no puede separarse de la 

equidad que también implica justicia, pues " .. .10 justo y lo equitativo son lo 

mismo ... "", por ello su actuación debe tender a corregir las desviaciones e 

injusticias en que puede incurrirse en el proceso de gobierno. 

La equidad en el proceso de gobierno sólo puede obtenerse cuando existe un 

conocimiento profundo de los problemas y las capacidades de la sociedad, lo cual 

es posible lograr si se escucha a sus integrantes, involucrándolos en las tareas 

públicas, y conjuntamente definir las prioridades can base en el marco del Estado 

de derecho. 

La anterior afirmación se fundamenta en la consideración de que actuar con 

equidad implica ser " ... el observante de la· ley y de la igualdad. Lo justo, pues, es 

lo legal y lo igual. .. "", por lo que es obligación del servidor público preservar y 

cumplir con el Estado de derecho que la sociedad mexicana ha venido 

31 Juan María Alponte. "La división de poderes", en Periódico Excélsior, Sábado 3 de junio de 
2000, p. 1. 
32 Aristóteles. La Ética Nicomaquea, p. 71 
33 Ibid., p. 58 
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)nstruyendo a· lo largo de su devenir, y sólo en su conservación y 

erfeccionamiento la sociedad tendrá un mejor porvenir. 

,4,2, Rendimiento de cuentas 

n el momento actual, la sociedad al participar activamente en las decisiones de 

I vida pública está definiendo sus prioridades, pero también está conociendo del 

so y aplicación de los recursos públicos, más aún se sitúa en posibilidad de 

xigirle al servidor público cuentas del real ejercicio de los recursos de la hacienda 

ública. 

a historia ha mostrado que " ... todo hombre investido de autoridad abusa de ella. 

lo hay poder que no incite al abuso o a la extralimitación"34, por ello el servidor 

úblico tiene la obligación de rendir cuentas de los recursos que le asigna la 

omunidad, sin soslayar que su único objetivo es alentar y fortalecer el desarrollo 

e las condiciones que permitan articular a la sociedad en un proyecto de vida 

¡ndiente al progreso desarrollado en los marCos del sano equilibrio. 

os mecanismos para la rendición de cuentas se encuentran instrumentados en la 

ivisión de poderes, es decir en la existencia de un poder legislativo que fiscaliza 

Dn oportunidad el ejercicio de los recursos públicos y en caso de desvio se 

MonlesqUleu. Del espiritu de las leyes. p. 103. 

22 



cuenta con la actuación de un sistema judicial independiente que sanciona con 

base en el marco normativo los excesos cometidos. 

Más aún, dentro del Estado de derecho, la actuación del servidor público se 

circunscribe a un marco legal, el cual en una democracia incorpora los elementos 

jurídicos y políticos que hacen posible el rendimiento de cuentas del destino y 

aplicación de los recursos de la Hacienda Pública; y en caso de transgresiones 

acudir a la figura de los procesos políticos, judiciales o administrativos de 

sanciones aplicables tanto al nivel más bajo como el más alto que se ocupe en la 

Administración Pública. 

Si la sociedad cuenta con el " ... poder más indispensable, o sea, el de elegir a los 

magistrados y pedirles cuentas"", está auspiciando, dentro de la ley, el desaliento 

de prácticas nocivas entre los gobernantes y los gobernados, evitando que se 

dilapiden los recursos y garantizando su correcta aplicación. 

1.4.3 Responsabilidad 

Buscar el beneficio personal no puede ser la razón que guie la actividad del 

servidor público, pues con ello afecta de manera grave los intereses y 

aspiraciones de los miembros de la comunidad; en consecuencia, es necesario 

que tenga en cuenta que existen limites y controles en la función pública y que 

3~ Aristóteles. La política. p. 195. 
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u(¡lizar en su propio provecho los recursos de la hacienda pública lo sitúa en 

posición punible; en contrapartida, utilizarlos en beneficio de la comunidad genera 

una retribución. 

El servidor público tiene como fundamento de su actuación el cuidado y la 

satisfacción de necesidades colectivas, es responsable de la aplicación eficaz y 

eficiente de los recursos que le son aportadas por la sociedad; por ello, está 

obligado a la adopción de decisiones ajustadas a las normas establecidas, ya que 

su incumplimiento conlleva a sanciones. 

Responsabilidad es un valor que los servidores públicos deben tener como 

principia rector, toda vez que en un Estado de derecho no pueden estar exentos 

de la aplicación de la ley, pues " ... están obligados a ajustar su conducta a las 

normas juridicas y que, en consecuencia, son responsables de los daños y 

perjuicios que produzcan sus conductas ilicitas a los sujetos públicos o privados 

en los términos establecidos en las leyes aplicables ... "". 

Además de la responsabilidad jurídica en que puede incurrir el servidor público por 

no cumplir con sus facultades y oblígaciones conferidas, también debe ser 

responsable, es decir debe responder porque su actuación tienda a favorecer y 

J6 Emilio Kneger En defensa de la Constitución; violaciones presidenciales a la Carta Magna, 
p.258. 
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satisfacer los intereses y necesidades de la comunidad, pues a ésta corresponde 

evaluar si cumple adecuadamente con las expectativas de la sociedad. 

El empleado público al estar efectuando funciones que la sociedad confiere al 

Estado, debe orientar sus tareas a la promoción de un servicio público con 

responsabilidad es decir, debe dar cumplimiento a las normas que la comunidad 

ha establecido para su convivencia, conservación, protección y bienestar. 

Al actuar el servidor público en beneficio de los integrantes de la comunidad, está 

teniendo el " ... privilegio de poder servir a nuestra sociedad en la satisfacción de 

necesidades colectivas. Privilegio que, insistimos, encierra una elevada 

responsabilidad".37 

37 Francisco Javier Osornio Corres. "Nuevo marco constitucional de las responsabilidades de los 
servidores públicos", en Reformas constitucionales de la renovación nacional, p 22, 
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· SUSTRATO HISTÓRICO DE LAS RESPONSABILIDADES 
ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS EN MÉXICO. 

:on el objeto de ubicar las particularidades existentes en nuestro esquema 

ormativo vigente es necesario conocer su devenir histórico, pues éste nos aporta 

lS elementos de juicio al respecto. 

:.1 El México Independiente . 

. a vida independiente de México inicia ensayando como forma de gobierno una 

,limera monarquía, encabezada por Agustín de Iturbide, quien el 18 de mayo de 

922 es proclamado primer Emperador Constitucional. para posteriormente 

:onstituirse en una República Federal regida por la Constitución pactada el 4 de 

)ctubre de 1824 cuyos rasgos distintivos son la división de poderes, y el sistema 

ederal; es decir, el ejercicio del Poder Se " ... divide en Ejecutivo, Legislativo y 

ludicial; y jamás podrán reunirse dos o más de éstos en una corporación o 

lersona ... "", como una medida de equilibrio contra los excesos. 

)urante esta etapa, en materia de· responsabilidad administrativa de los 

¡ervidores públicos, no existen más controles que los indicados en la Constitución 

Je 1824, que facultan a la Cámara de Diputados y Senadores para actuar en 

:alidad de Gran Jurado, conocer sobre acusaciones del Presidente por " ... delitos 

a "Constitución de 1824", en Felipe Tena Ramlrez. leyes fundamentales de México 1808·1999, 
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de traición contra la independencia nacional, o la forma establecida de gobierno, y 

por cohecho o soborno, cometidos durante el tiempo de su empleo"". 

Con respecto al Vicepresidente, Secretarios del Despacho e integrantes de la 

Suprema Corte de Justicia; se instituye que el Gran Jurado puede conocer de 

cualquier delito cometido durante la gestión e iniciar proceso, siempre y cuando 

contara con dos tercios de votos, indicándose como sanción, en caso de 

comprobarse ilicito, la suspensión del encargo y la puesta a disposición del 

tribunal competente; para el resto de empleados públicos se establece que 

corresponde a la Corte Suprema de Justicia conocer de las infracciones a la 

Constitución y leyes generales según lo previsto en la ley. 

Con la expedición del Decreto del Soberano Congreso General Constituyente 

sobre arreglo de la administración de la Hacienda Pública," del 16 de noviembre 

de 1824, se faculta al ejecutivo para enviar visitadores de la Tesoreria General de 

la Federación, dependiente de la Secretaria de Hacienda, con el objeto de revisar 

las actividades de los empleados públicos a su cargo y en caso de malversación 

de fondos públicos, no sólo suspender al responsable, sino entregarlo al Tribunal 

competente. 

39 "Acta Constitutiva de la FederacJón de 1824", Art. 9. en Felipe Tena Ramírez. Leyes 
fundamentales de México 1808~1999, p.172. 
40 José Trinidad Lanz Cárdenas, La contraloria y el control interno en México, p.85. 
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on el paso del tiempo, se instituye la Ley sobre arreglo de la Tesoreria General 

, la República, del 26 de octubre de 1830, donde se le confieren atribuciones a 

Tesorería General, para vigilar que no Ingresen a ella trabajadores que 

Jbieran hecho mal uso de caudales ajenos, públicos o privados, verificando que 

's empleados operadores de fondos públicos caucionaran su responsabilidad 

lediante una fianza; además, de prohibirles " ... reciblr, fuera del sueldo que les 

'lñalaba la ley, ninguna cosa bajo el título de adehala, gratificación u obsequio so 

retexto alguno, siendo privado de su empleo quien contravenía esta 

isposición."41 

;in embargo, la constante en el servicio público en esta época son los malos 

1anejos, la malversación de fondos, la corrupción y las componendas; toda vez 

ue la Adminístración Pública se caracteriza por el desorden, a tal punto que en 

,iversas ocasiones no cubre el sueldo a los trabajadores, situación que favorece 

3S irregularidades príncipalmente en las aduanas marítimas que constituyen la 

uente más importante de ingresos al erario público. 

:J sistema federal no logra consolidarse, más bien se verifica una lucha en la cual 

os poderosos grupos conservadores del país, representados principalmente por la 

glesia y amplios sectores del ejército, que aspiran a conservar y defender sus 

)rivilegios, se confrontan con los liberales que pugnan por la eliminación de 

, Ibld .. p.p. 91 Y 92 
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fueros reservados para la iglesia, solicitando la desamortización de los bienes 

eclesiásticos. 

El grupo conservador se impone al liberal, y encabezado por Antonio López de 

Santa Anna, establece un sistema centralista que, el 15 de diciembre de 1835, 

expide las Bases Constitucionales que dan origen a que, el 30 de diciembre de 

1836, se instituyan a nivel constitucional las Siete Leyes, en las cuales, con 

respecto al fincamiento de responsabilidades, señala la existencia de un Supremo 

Poder Conservador, integrado por cinco miembros, que pueden declarar la nulidad 

de leyes y decretos, además de los actos del Poder Ejecutivo, Legislativo y 

Judicial, cuyo poder sólo es " ... responsable de sus operaciones más que a dios y 

a la opinión pública, y sus individuos en ningún caso podrán no ser juzgados ni 

reconvenidos por sus opiniones ... "42, y si alguno incurre en delitos comunes, 

corresponde al Congreso General, es decir a la Cámara de Diputados y 

Senadores, calificar si procede abrir proceso en su contra y, en su caso, hacerla 

del conocimiento de la Suprema Corte de Justicia, facultada para efectuar el 

proceso judicial. 

Por su parte, el Presidente de la República sólo puede ser acusado por delitos del 

orden común hasta un año después de concluido su cargo, mientras que los 

Senadores, Ministros de la Corte de Justicia, Secretarios del Despacho y 

4Z Felipe Tena Ramlrez. Leyes fundamentales de México 1808~1999, p.211 



Ibernadores, lo son hasta dos meses después, en caso de proceder las 

putaciones, el presunto responsable se ponia a disposición del Tribunal 

mpetente para ser sancionado. Para el caso de delitos oficiales sólo podian ser 

usados ante la Cámara de Diputados, quien podia sancionar con destitución 

I cargo o bien la inhabilitación perpetua o temporal dentro de la Administración 

Iblica; para el caso los integrantes de la Cámara de Diputados procedia la 

,nuncia ante el Congreso Generala Cámara de Senadores. 

1 el régimen centralista, el Poder Ejecutivo está integrado con cuatro Secretarías 

!nominadas: Del Interior; Relaciones Exteriores; Guerra y Marina; así como 

3cienda; teniendo esta última la responsabilidad de cuidar la recaudación y 

stribución de fondos públicos, vigilar que aquellos que hubieran malversado 

cursos no asumieran de nueva cuenta cargos en sus oficinas. 

s importante señalar que el sistema conservador, en su búsqueda por corregir 

'egularidades en la Administración Pública llega al punto de señalar, mediante el 

ecreto que trata lo relativo a rentas que continúan formando el erario nacional, 

el 17 de abril de 1837, que " .. .los vicios del juego y embriaguez eran motivo 

Jficiente para la deposición del puesto no importando la clase de este. Los 

mpleados no podían ser apoderados en negocios que se llevaran en sus mismas 

ficinas, ni recibir con pretexto alguno -fuera del sueldo que debían disfrutar 
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legalmente- ningún obsequio o gratificación, pues podian ser privados de su 

cargo."43 

La realidad es que el gobierno centralista se desarrolla en el caos administrativo; 

prueba de ello son los frecuentes cambios del titular de la Secretaria de 

Hacienda, que en doce años ostenta setenta y nueve titulares; de igual forma la 

actuación de los empleados públicos tiende a la corrupción y a la impunidad, 

llegando a manifestar Manuel Payno que " .. ,ni la laboriosidad, ni el talento, ni la 

instrucción y honradez más notoria han servido para lograr un arreglo en la 

hacienda pública, ni para contentar las esperanzas que la nación concibe en cada 

cambio político."44 

En el periodo de 1848 a 1856, continua la inestabilidad y la confusión, ante 10 cual 

se intenta regresar a la Constitución de 1824, que aunque "."insuficiente para 

cambiar la estructura de la sociedad"", resulta más apegada a un proyecto de 

vida congruente con las necesidades del pais; sin embargo, el 5 de febrero de 

1857, promulgan una nueva Constitución, que restaura el sistema federal 

propuesto por los liberales que encabeza el Lic, Benito Juárez Garcia, 

~3 José Trinidad Lanz Cárdenas Op. Cit., p. 101. 
~4 Ibid., p. 131 
45 Jesus Reyes Heroles. El liberalismo mexicano, p 13 
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o obstante, el cúmulo de problemas enfrentados por Juárez, éste dedica tiempo 

ara organizar la Administración Pública que se integra con cuatro Secretarias de 

stado denominadas: Relaciones Exteriores y Gobernación; Justicia, Fomento e 

lstrucción Pública; Guerra y Marina; y Hacienda y Crédito Público, esta última es 

l encargada de establecer una adecuada planeaclón del gasto público a través 

e la institucionalización del Presupuestos de Egresos e Ingresos, como 

necanismo de control para que los ingresos por concepto de aduanas, 

:onsiderados básicos para el gobierno, entraran íntegros a la Tesorería General, 

.demás de implantar medidas de racionalidad y austeridad a tal punto que 1868 

's " ... el primer año, desde la independencia, en que el país pudo sobrevivir con 

;us propios recursos".46 

::s importante destacar que en la Constitución de 1857 por primera vez se 

nstitucionaliza un sistema de responsabilidades de los funcionarios públicos, 

10rmado por el Título IV, en sus artículos 103 a 108, donde se establece 

1ue los diputados, miembros de la Suprema Corte de Justicia, y los 

Secretarios del Despacho son responsables por los delitos del fuero común, 

:ometidos durante el tiempo de su encargo y por los delitos, oficiales, faltas u 

lmisiones en que incurran en el ejercicio del mismo; por su parte el Presidente de 

a República " ... sólo podrá ser acusado por delitos de traición a la patria, violación 

C; Romero R. Flores Caballero. Administración y política en la historia de México, p. 116. 
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expresa de la constitución, ataque a la libertad electoral y delitos graves del orden 

común",47 

De los delitos comunes conoce el Congreso erigido en gran jurado y si cuenta con 

mayoría de votos el acusado es separado de su encargo y sujeto a la acción de 

los tribunales correspondientes; en caso de delitos oficiales, el Congreso actúa 

como jurado de acusación y la Suprema Corte de Justicia como jurado de 

sentencia, aplicando, en su caso, la sanción que la Ley establece y pronuncíada la 

sentencia no priva el derecho al indulto. 

Asimismo, a través de la Ley del Congreso Federal sobre Delitos Oficiales de 

Altos Funcionarios de la Federación, expedida el 3 de noviembre de 1870, se 

establecen como delitos oficiales, " ... el ataque a las instituciones democráticas, a 

la forma de gobierno republicano, representativo, federal y a la libertad de 

sufragio; la usurpación de atribuciones, la violación de garantias individuales y 

cualquier infracción de la Constitución o leyes federales en punto de gravedad"" 

determinando como sujetos de responsabilidad a los Diputados, integrantes de la 

Suprema Corte de Justicia, Secretarios de Despacho y Gobernadores de los 

Estados. 

<1.7 "Constituci6n de 1857", Art. 103, en Felipe Tena Ramírez. Leyes fundamentales de México. 
1800-1976. p. 624 
~e JOsé Tnnidad Lanz Cárdenas. Op. Cit, p.160. 



la muerte del Presidente Juárez, el 28 de julio de 1871, se reinician las luchas 

"la conquista del poder, de las cuales resulta victorioso el General Porfirio Díaz, 

lien una vez asumida la presidencia en 1877, introduce una serie de reformas a 

Constitución de 1857 para facilitar la reelección que le permite conservar la 

ularidad del ejecutivo hasta el 25 de mayo de 1911, apoyado por una oligarquía 

, terratenientes aliada a intereses extranjeros, 

urante la díctadura porfirísta los puestos públicos son considerados como 

'ebendas para uso personal; no obstante, el 20 de mayo de 1896, se publica la 

,y de Responsabilidades en la cual se define a los altos funcionarios que podían 

currir en responsabilidad oficial, y señala que corresponde a la Cámara de 

iputados investigar Jrregularidades y a la de Senadores fungir como jurado de 

lntencia y aplicar la pena correspondiente, esta ley ya "",no enunciaba los 

,lilas oficiales como lo hacía la Ley de 1870, en razón de que la definición de 

;les delitos estaba contenida ya en el artículo 1059 del Código Penal de 1872 

Je continuo en vigor hasta su derogación en 1929,"49 

,2 El México postrevolucionario. 

3 dictadura porfirista abre las puertas al capital extranjero quienes explotan 

's recursos naturales del país y la riqueza generada en beneficio de un 

Ibid" p, 162 



pequeño grupo de mexicanos, obteniendo los mejores dividendos la oligarquia 

extranjera, quedando la mayoría de la población marginada del progreso, 

económico, social y cultural, y sumida en condiciones alarmantes de miseria e 

ignorancia. 

Ante la marginación, las clases desprotegidas del país empiezan a manifestarse 

en contra de las políticas porfiristas, pues la desigualdad social y económica 

alcanza dimensiones alarmantes; de tal forma que lo inaguantable de la situación 

conduce a que el 20 de noviembre de 1910 se promulgue el Plan de San Luis, 

concebido por Francisco 1. Madero, postulando el Sufragio Efectivo y la no 

Reelección, principios que no son respaldados por el dictador, y que guían al 

pueblo a la lucha armada. 

En este contexto, se inicia un periodo revolucionario que culmina con la 

institucionalízación de la actual Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, publicada el 5 de febrero de 1917, a cuyo cobijo, el 25 de diciembre 

de 1917, se emite la Ley Orgánica de las Secretarías de Estado, que instituye el 

Departamento denominado Contraloria General de la Nación. 

A la Contraloría le corresponde la fiscalización del manejo de fondos y bienes de 

la nación, funciones que desempeñaba desde la época Independentista la 

Secretaría de Hacienda, hecho que genera una pugna que puede corroborarse 

cuando el propio presidente Venustiano Carranza, señala que "la Contraloría ha 



contrado escollos mayores en la resistencia de algunos de los elementos 

,ctados por la tarea moralizadora que en obsequio de la sociedad y de la ley 

l/a el Departamento."50 

institucionalización del Departamento de Contraloria tiene en G. L. de L1ergo a 

mayor critico, quien señala que en nuestro Derecho Administrativo sólo se 

Ibla de Secretarias de Estado y no hay antecedentes de esta clase de órganos, 

les el departamento indica un segmento de una dependencia y no puede fungir 

,n una categoria superior a las demás del Ejecutivo, ya que " ... pone en jaque a 

dos los Secretarios, interviniendo en todos los contratos y operaciones que 

ectúan o signifiquen desembolsos de fondos públicos. Con ello se consigue que 

1 Secretario de Estado sea vigilado en su conducta por un funcionario de menor 

ltegoría que él, vigilancia que puede llegar al extremo de producir la acusación 

iminal del funcionario."" 

o contrapartida Alberto J. Pani defiende al recién creado Departamento al 

¡Iincarlo como decisivo ante la falta de vias legales para " ... castigar las 

'egularidades administrativas y la inmoralidad."" Postura a la cual se suma 

berta Hijar y Haro quien considera que es una medida trascendental de reforma 

José Chane s Nieto. "ModernizaCión administrativa y ley de responsabilidades", en Servidores 
ibticos y sus nuevas Responsabilidades. p. 46. 
G. L. de lIergo. Desorganización de la Secretaria de Hacienda y Crédito Público por efecto 
i la creación de la Contralaría, p. 107. 
José Tnnldad Lanz Cárdenas. Op. Cit. p. 178. 



administrativa para lograr el " ... juicioso uso de fondos y la estricta observancia de 

los preceptos legales [tendiendo al proteger los fondos contra las 

malversaciones .. ,"53 

No obstante las posiciones a favor y en contra de la creación del Departamento de 

Contraloría, sus facultades son importantes al corresponderle vigilar que los 

servidores públicos encargados de la aplicación y manejo de los fondos de la 

nación cumplan con las normas; y en caso de alguna irregularidad puede exigir la 

responsabilidad administrativa en que hubieran incurrido y, de ser procedente, 

consignarlo ante el Agente del Ministerio Público, cuando resulten cargos de tipo 

penal y cuando existen daños al erario federal el responsable se hace acreedor al 

cese. 

La Contraloría en ejercicio de sus funciones se da a la tarea de integrar un 

registro de propiedades de la nación, establecer un examen de aptitudes para los 

empleados de nuevo ingreso, medida esta última que genera la creación de la 

Escuela de Administración Pública, cuya importancia estriba en constituir una 

instancia para seleccionar especialistas en diversas ramas de la materia y 

promover en el Departamento un incipiente servicio civil de carrera, mediante el 

cual se seleccionaba, admitía y promovía al trabajador, a quien se le ofrecían 

S3 Alberto Hljar y Haro. Manual de la Contralorla, p. 64. 

37 



· .diversas garantías de estabilidad y conservación en sus puestos, a cambio de 

Jnorabilidad, competencia y tiempo de servicio." 54 

I 8 de enero y el 10 de febrero de 1926 se decretan adiciones a la ley de las 

ecretarías de Estado, con lo que la Contraloría sufre modificaciones que aunque 

, permiten conservar en esencia sus funciones, delimitan sus facultades con 

,specto a las atribuidas a la Secretaría de Hacienda, y cambian su denominación 

or el de Contraloría de la Federación, especificando que la actuación del 

:onlralor y sus órganos se ejercen en representación directa del Presidente. 

lo obstante su actuación, la Contraloría de la Federación no puede superar los 

"oblemas de competencia Con la Secretaría de Hacienda y, mediante Decreto del 

2 de diciembre de 1932, desaparece y sus funciones son asignadas nuevamente 

dicha Secretaría. 

;on su desaparición se cancela la posibilidad de establecer controles que 

npriman transparencia en el ejercicio de los recursos públicos, además se frena 

na opción que " ... había venido a cortar el mal de raiz consistente en el 

mnímodo poder del Secretario de Hacienda que a través de sus dos oficinas: 

esoreria de la Federación y Dirección de Contabilidad y Glosa, concentraba el 

la nejo de los fondos públicos, la administración de bienes nacionales, la 

José Tnnldad Lanz Cardenas. Op. Cit, p. 233 



fiscalización, contabilidad y glosa, de tal modo que dicho secretario, con el dinero 

en la mano derecha y los comprobantes justificativos de los gastos en la izquierda, 

podia ejercer cristianamente la caridad con aquella sin que ésta se percatara de 

ello,"55 

El esfuerzo por imprimir orden a la Administración Pública se retoma durante el 

gobierno encabezado por el General Lázaro Cárdenas del Río, cuando se expide 

la Ley de Responsabilidades de los Funcionarios y Empleados de la Federación, 

del Distrito Federal y Territorios Federales y de los Altos funcionarios de los 

Estados, publicada el 21 de febrero de 1940, donde se establecen como delito de 

los altos funcionarios, el ataque a las instituciones democráticas, a la forma de 

gobierno republicano, a la libertad de sufragio, la usurpación de atribuciones, la 

violación de garantías individuales y cualquier infracción a la constitución o a las 

leyes federales, 

Dentro de los altos funcionarios se incluye el presidente de la República que sólo 

podía ser acusado, durante el tiempo de su cargo, por traición a la patria y delitos 

graves del orden común; los senadores, diputados federales y locales, ministros 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Secretarios de Estado, Jefes de 

Departamentos Autónomos y Procurador General de la República, mientras que 

", .. Los delitos y faltas oficiales de los demás funcionarios y empleados de la 

Federación y del Distrito y territorios federales, éstos se tipifican en setenta y dos 

"Ibid" p. 300. 
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lcciones del articulo 18 de la Ley, dentro de los cuales se comprende desde la 

;urpación de funciones hasta el cohecho, el peculado y la concusión, ... "" 

3 El México moderno. 

urante el gobierno encabezado por el Lic. Miguel Alemán, el 21 de diciembre de 

346 se emite una nueva Ley de Secretarias y Departamento de Estado, con lo 

lal se amplia la actuación de la Secretaria de Hacienda al encargársele la 

gilancia del ejercicio del gasto no sólo de la Federación sino también el del 

istrito Federal, pudiendo fincar responsabilidades por irregularidades cometidas 

or funcionarios o empleados públicos, que implicaran daños o perjuicios 

stimables en dinero a la hacienda pública. 

ambién se crea la Secretaria de Bienes Nacionales e Inspección Administrativa, 

signándole tareas que anteriormente realizaba la Secretaria de Hacienda, tales 

amo intervenir y vigilar todo lo relativo a construcción de obras, administración de 

,ienes nacionales, intervención en adquisiciones del gobierno federal y practicar 

isitas para verificar existencias en almacenes y elaboración de estudios para 

1eJorar la Administración Pública, entre otras facultades. 

licha Secretaria opera poco tiempo pues, el 24 de diciembre de 1958, se 

10difica la Ley de Secretarias y Departamentos de Estado, siendo sustituida por 

¡Gonzalo Armienta Calderón "EvolUCIón de la Ley de Responsabilidades". En Servidores 
'úblicos y sus Nuevas Responsabilidades, p. 29. 
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la Secretaria de Bienes Nacionales e Inspección Administrativa, además de 

crearse la de la Presidencia, ambas con facultades que anteriormente 

desempeñaba la Secretaria de Hacienda, lo que " ... orlginó problemas de 

coordinación, por lo que hubo necesidad de precisar en varias ocasiones sus 

respectivos ámbitos de actuación, así como establecer diversas comisiones 

intersecretariales y otros mecanismos con el fin de armonizar el ejercicio de las 

funciones a ellas atribuidas, sobre todo porque las correspondientes a la 

Secretaría de la Presidencia no habían quedado definidas con claridad ... "57 

La falta de coordinación y coherencia en la administración se manifiesta en la 

duplicidad y contradicción en la actividad pública; por un lada, la Secretaria de la 

Presidencia planea el gasto e inversión pública; la de Hacienda el gasto corriente 

y la de Patrimonio Nacional efectúa la programación y control de las entidades 

para estatales. 

A través de la Ley Sobre el Servicio de Vigilancia de Fondos y Valores de la 

Federación del 31 de diciembre de 1959, se crea el Servicio de Vigilancia de 

Fondos y Valores de la Federación cuyo objetivo es que los funcionarios y 

empleados de las oficinas administrativas que manejen recursos cumplan con las 

obligaciones de su cargo y en caso de irregularidades promover la constitución de 

51 JOsé Trinidad Lanz Cardenas. Op. Cit., p. 392 
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,sponsabilidades y la aplicación de las sanciones correspondientes, realizando 

,sitas periódicas a fin de " .. .investigar la forma en que los sujetos a la vigilancia 

¡ercen sus funciones, para comprobar la regularidad de su actuación y tomar en 

aso contrario las medidas necesarias para corregir las irregularidades".58 

as autoridades de servicio de vigilancia cuando identificaban a responsables de 

regularidades, formulaban las denuncias correspondientes de acuerdo a la Ley, y 

>odian embargar precautoriamente los bienes del responsable, suspenderlo 

,rovisionalmente y formularle Pliegos Preventivos de Responsabilidades, imponer 

anciones como amonestación, multas, suspensión del cargo hasta por 30 dias, 

emoción del cargo o cese. 

liez años después, es decir el 26 de junio de 1968, se expide el correspondiente 

<eglamento de la Ley Sobre el Servicio de Vigilancia donde precisan las 

Itribuciones y obligaciones de las autoridades del servicio, de las visitas, 

,mbargos precautorios y suspensiones provisionales. 

;s durante la gestión del Lic. José López Portillo, cuando impulsa una reforma 

,dministrativa que busca reestructurar la actividad pública, de tal forma que 

,xpide la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, el 29 de diciembre 

e 1976, que dispone la creación de la Secretaria de Programación y Presupuesto 

IArtículo 10. fracción 1, de la Ley sobre el ServicIo de Vigilancia de Fondos y Valores de la 
ederación, p,594 En Código Fiscal de la Federación. 
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como órgano central del sistema de planeación y control, programador tanto del 

financiamiento de la inversión como del gasto corriente, evaluando el resultado de 

la gestión. 

Otro elemento juridico de la reforma administrativa lo constituye la expedición el 

31 de diciembre de 1976, de la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público 

Federal, que establece normas generales para que el gasto de las dependencias 

y entidades de la Administración Pública queden sujetas a la obligación de 

proporcionar a la Secretaría de Programación y Presupuesto la información que 

fuera solicitada, facultando además al personal de dicha secretaría para efectuar 

visitas o auditorias con el objeto de verificar el correcto cumplimiento de las 

obligaciones legales; adicionalmente, establecia la creación de órganos de 

auditoria interna, responsabilizando a las dependencias de la planeación, 

programación, presupuestación, control y evaluación del gasto de las entidades 

que estuvieran a su cargo. 

Asimismo, la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal, 

establece que los funcionarios y personal del Poder Legislativo, Judicial, la 

Presidencia de la República, las Secretarias de Estados y Departamentos 

Administrativos, la Procuraduria General de la República, el Departamento del 

Distrito Federal, los Organismos Descentralizados y las empresas de participación 

estatal mayoritarias y los Fideicomisos del Gobierno Federal " ... son responsables 

de cualquier daño o perjuicio estimable en dinero que sufra la Hacienda Pública 
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ederal, la del Departamento del Distrito Federal o el patrimonio del cualquier 

ntidad de la Administración Pública Paraestatal por actos u omisiones que les 

ean imputables de las obligaciones ... inherentes a su cargo o relacionadas Con 

u función o actuación".59 

Jurante este periodo adquiere especial relevancia la promulgación, el 31 de enero 

le 1980, de la Ley de Responsabilidades de los Altos Funcionarios Públicos y 

:mpleados de la Federación de los Estados, que deroga a la de 1940, en ella se 

ndican los delitos y faltas oficiales que pueden Implicar la aplicación de 

¡anciones, la destitución del cargo o inhabilitación de cinco a diez años, la 

eparación del daño y la exigencia de responsabilidad pecuniaria. 

::sta ley también establece que todo funcionario o empleado público al tomar 

)osesión del cargo y al dejarlo debía manifestar, ante la Procuraduría General de 

a República o del Distríto Federal, sus propíedades para que pudieran ser 

:otejadas al término del cargo público. 

~ pesar de las disposiciones que en materia de responsabilidades promueve el 

¡obiemo encabezado por el Presidente José López Portillo, al término de su 

mcargo, se documentan un sinfin de tropelías, actos de corrupción y nepotismo, 

al punto que se califica el sexenio como el que "."lIevó la corrupción a extremos 

'" Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal, Artículo 46, en Ley Orgánica de la 
\dministraci6n Pública Federal, p 242. 
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insospechados; un verdadero saqueo institucionalizado, impensado por los 

generales que hicieron del asalto al poder un negocio después de la revolución,,60. 

Al término del régimen López Portlllista, la Administración Pública se ve inmersa 

en una severa crisis económica, politica y social llegando el Presidente Miguel de 

la Madrid Hurtado a señalar: "El 1 o de diciembre inicie mi mandato en medio de 

una profunda crisis económica que conmovía a toda la sociedad. Estamos en 

riesgo de confrontación, con un clima interno de gran desconfianza e 

incertidumbre y con severos problemas en el exterior. Por ello los aspectos 

económicos de la crisis amenazaba con transformarse en una seria dislocación 

social y política. El sistema que nos hemos dado los mexicanos estaba en riesgo, 

si nos abandonábamos a la inercia, o por no afectar intereses optábamos por una 

política gradualista la patria podía haberse afectado gravemente la situación era 

de emergencia."61 

En este contexto el Presidente Miguel de la Madrid promueve un proyecto 

denominado renovación moral de la sociedad, que tiene como producto la 

reforma al Titulo IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

para establecer cuatro tipos de responsabilidad en que podía incurrir el servídor 

público, a saber: Política, Administrativa, Penal y Civil. 

60 PatriCIO Marcos Cartas mexicanas. p. 26. 
61 Miguel de la Madrid Hurtado. Primer Informe de Gobierno 1983, p.S 
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on este tenor, el 29 de diciembre de 1982, se reforma y adiciona la Ley Orgánica 

le la Administración Pública Federal, estableciendo la Secretaria de la Contraloria 

3eneral de la Federación (SECOGEF) a la cual se le dota con funciones de 

vigilancia, fiscalización y disciplina en lo relativo a responsabilidades de los 

servidores públicos; asimismo el 31 de diciembre de 1982 se publica, en el Diario 

Oficial de la Federación, la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos vigente a la fecha. 

El 28 de diciembre de 1994, la SECOGEF, cambia de denominación por la de 

Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo (SECODAM), que es la 

institución encargada actualmente de la aplicación del esquema normativo de las 

responsabilidades administrativas; cuyas especificidades serán abordadas en el 

apartado siguiente. 
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3. EL ESQUEMA NORMATIVO E INSTITUCIONAL DE LAS 
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS. 

La responsabilidad administrativa puede definirse como el acto o la omisión en 

que incurre un servidor público, y con el cual está incumpliendo con una 

obligación que le señala la ley con el fin de que la Administración Pública esté en 

posibilidades de cumplir con sus funciones que le ha conferido la sociedad, ya que 

dicha responsabilidad nace " ... como consecuencia del incumplimiento de un 

deber. El Estado tiene una serie de obligaciones derivadas de su naturaleza, fines 

y objetivos y, por consiguiente, Su incumplimiento de lugar a la obligación de 

responder"62. 

3.1. Marco Jurídico 

En el Estado de derecho el servidor público fundamenta su actuación en un 

sistema juridico que establece competencias, obligaciones y derechos; lo cual en 

el caso de nuestro país se verifica en el marco de la jerarquía que tiene como ley 

suprema a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, quien en su 

Titulo Cuarto denominado De las Responsabilidades de los Servidores Públicos, 

articulo 109, fracción 111, señala al respecto la aplicación de sanciones 

administrativas por actos y omisiones que afecten la legalidad, honradez, 

62 José R. Castelazo. "Las responsabilidades de los servidores publlcos en el marco de las reformas 
constitucionales de diciembre de 1882", en Reformas Constitucionales de la Renovaci6n 
Nacional, p. 48. 
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)arcialidad y eficiencia que deben observar en el desempeño de sus empleos 

'gas o comisiones. 

reglamentación del mandato constitucional se verifica en la Ley Federal de 

,sponsabilidades de los Servidores Públicos que en su artículo 47 (ANEXO 1) 

lablece lo que pude denominarse un " ... código de conducta ético en el servicIo 

blico"", donde se plasman las obligaciones de los servidores públicos, y se 

lica que su incumplimiento genera el fincamiento de una responsabilidad 

Iministrativa. 

ontro de las obligaciones que deben ser asumidas por los servidores públicos se 

Jede identificar aquellas que le conducen a cumplir con diligencia el servicio; 

rmular legalmente los presupuestos, planes y programas; custodiar documentos 

~jo su cargo; observar buena conducta; presentar declaración de situación 

atrimonial; supervisar cumplimiento de disposiciones; desempeñar su empleo sin 

retender obtener beneficios adicionales; así como proporcionar en forma 

portuna información. 

~ás aún, dentro de las obligaciones se anticipan aquellos que pueden calificarse 

lentro del esquema de actos que debe evitar, para lo cual tendrán cuidado de no 

:ausar la suspensión o deficiencia del servicio; de intervenir en asuntos donde 

3 Enrique del Val. "Responsabilidad administrativa", en Servidores públicos y sus nuevas 
'esponsabilidades, p. 97. 
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tenga interés personal, familiar o de negocios; de otorgar indebidamente licencias, 

permisos o comisiones; y abstenerse de incurrir en agravios, desviación o abuso 

de autoridad. 

En el esquema de las omisiones, la normatividad contempla las que sí no causan 

daño ni lucro, inciden en la eficiencia en la prestación del servicio; por ejemplo, no 

cumplir con diligencia el servicio, in observar disposiciones del superior inmediato y 

mediato, entre otras; así como aquellas que causan daño y lucro; por ejemplo, 

utilizar recursos asignados para fines distintos a los que están afectos, intervenir 

indebidamente en selección, nombramiento designación, contratación, promoción 

suspensión, remoción o sanción de cualquier servidor público, cuando tenga 

interés personal, familiar o de negocios. 

En este contexto y tomando como principio rector que la aplicación de la 

legislación no puede atender a criterios subjetivos, el fincamiento de una 

responsabilidad administrativa necesariamente tiene que atender al 

incumplimiento de una obligación, misma que debe configurarse contando con los 

elementos probatorios suficientemente de que el servidor público ha inobservado 

uno o más de los supuestos contenidos en las XXIV fracciones del articulo 47 de 

la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. 
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,1.1. Sujetos de responsabilidad. 

ara ubicar a los sujetos de responsabilidad administrativa, es necesario 

,mitirnos al Titulo Cuarto, artículo 108, de la Constítución Política de los Estados 

Inidos Mexicanos, que señala como servidores públicos a "",los representantes 

e elección popular, a los miembros de los Poderes Judicial Federal y Judicial del 

listrito Federal, a los funcionarios y empleados y en general, a toda persona que 

esempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la 

dministración pública federal o en el Distrito Federal, así como los servidores del 

lstituto Federal Electoral, quienes serán responsables por los actos u omisiones 

,n que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones"64, Adicionalmente, 

,¡ artículo 2° de la Ley Federal de Responsabilídades de los Servidores Públicos 

1cluye, además de los señalados en la Constitución, a todas aquellas personas 

lue manejan o aplican recursos económicos federales, 

::mpero, con el objeto de respetar el principio de la división de poderes y el 

¡istema federal; en nuestro mandato Constitucional, se instituye que las 

~onstituciones de los Estados de la República tienen la facultad de definir el 

;arácter de servidor público de quien desempeña empleo, cargo o comisión a 

livel estatal y municipal; por lo que respecta al Congreso de Unión y las 

egislaturas de los Estados, precisa que les corresponde expedir las leyes de 

~ Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, p. 105 
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responsabilidades de los servidores públicos para sancionar a aquellos que 

incurran en inobservancia del código de conducta que rige su actuación. 

En este tenor, el articulo 51 de la Ley Federal de Responsabílídades de los 

Servidores Públicos indica que la Cámara de Senadores y Diputados del 

Congreso de la Unión, la Asamblea de Representantes y el Consejo de la 

Judicatura del Distrito Federal están facultados para establecer sus propios 

órganos y sistemas para identificar, investigar y determinar las responsabilidades 

por incumplimientos a una o más de las obligaciones contenidas en la ley antes 

citada, la misma facultad se le otorga a los órganos juridisccionales; es decir, 

aquellos que tienen la potestad de " ... dirimir litigios de trascendencia juridica ... "" 

como el Tribunal Fiscal de la Federación, los Tribunales del Trabajo y aquellos 

que determinen las leyes. 

De tal forma que el Poder Ejecutivo está facultado únicamente para imponer 

sanciones disciplinarias de carácter administrativo a todo aquel seNidor público 

adscrito· a las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal por 

actos y omisiones que afecten la legalidad, honradez, imparcialidad y eficiencia 

del cargo, puesto o comisión que tenga conferido. 

65 Diccionario jurídico mexicano. p 1885 
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lO respecto al titular del poder ejecutivo, por disposición expresa de la 

lOstitución, el Presidente de la República sólo podrá ser acusado por traición a 

patria y delitos graves del orden común; y sólo ante la Cámara de Senadores, 

"ante el tiempo de su cargo; aunque es menester señalar que no se indican los 

ementos que permitan definir los supuestos por los cuales puede ser procesado. 

or su parte, los gobernadores, los Diputados a las legislaturas locales y 

agistrados de los Tribunales Superiores de Justicia locales, únicamente son 

.sponsables por violaciones a la Constitución y a las leyes federales; así corno 

or manejo indebido de fondos y recursos federales. 

lentro de este grupo de servidores públicos se adscriben los Senadores y 

liputados al Congreso de la Unión, Ministros de la Suprema Corte de Justicia, 

;onsejeros de la Judicatura Federal, Secretarios de Despacho, Jefes de 

)epartamento Administrativo, Diputados a la Asamblea del Distrito Federal, Jefe 

le Gobierno del D.F., Procurador General de la República, Procurador General de 

usticia del D.F., Magistrados y Jueces de Distrito, Magistrados y Jueces del fuero 

;omún del D.F., Consejeros de la Judicatura del D.F., el Consejero Presidente, 

)s Consejeros Electorales, Secretario Ejecutivo del IFE, Magistrados del Tribunal 

;lectoral y los Directores Generales y sus equivalentes de los Organismos 

lescentralizados, empresas de participación estatal mayorista y fideicomisos 

,úblicos. 
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3.1.2. Procedimiento administrativo de responsabilidades. 

La aplicación del procedimiento administrativo de responsabilidades a un servidor 

público que presuntamente ha incurrido en un acto u omisión, de acuerdo con el 

articulo 64 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, 

debe efectuarse con apego estricto a derecho respetando las garantías 

individuales, esto implica la inclusión de la legitima defensa, al igual que cualquier 

otro ciudadano. 

Por ello, el presunto infractor, debe ser citado por escrito, indicándole de manera 

detallada la responsabilidad o responsabilidades imputadas; asi como, el lugar, 

dia y hora en que tendra verificativo la audiencia, donde puede ofrecer pruebas y 

alegar lo que a su derecho convenga; pudiendo optar por comparecer por medio 

de un defensor, con lo cual se le esta brindando la oportunidad de preparar una 

adecuada defensa, en cumplimiento de los principios de legalidad y seguridad 

juridica que deben regir los actos de la Administración Pública. 

Entre la fecha de la citación y la celebración de la audiencia, debe mediar un 

plazo no menor de cinco ni mayor de quince dias habiles, a ella podra asistir un 

representante de la dependencia o entidad donde el presunto infractor presta sus 

servicios y en la cual el servidor público debe aportar todas la pruebas que estime 

convenientes a fin de desvirtuar las imputaciones que se le hacen. 
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3 vez desahogadas las pruebas aportadas por el presunto responsable, la 

oridad cuenta con 30 dias hábiles para determinar la existencia de 

ponsabilidad y, en su caso, absolver o imponer la sanción administrativa que 

responda, resolución que debe ser notificada en un plazo no mayor de 72 

'as, tanto al interesado como a su jefe inmediato, al representante designado 

r la dependencia y al superior jerárquico, 

1.3. Sanciones administrativas. 

aplicación de sanciones, en caso de probarse la existencia de responsabilidad, 

encuentra normada en el artículo 53 la Ley Federal de Responsabilidades de 

; Servidores Públicos; mismo que instituye las figuras del apercibimiento 

blico o privado; la amonestación pública o privada; la suspensión; la destitución 

,1 puesto; la sanción económica; así como la inhabilitación temporal para 

,sempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público; todas ellas 

endiendo a la gravedad que implica la responsabilidad en que incurra. 

, este contexto, el apercibimiento se verifica mediante una llamada de atención 

servidor público, cuando se identifica una falla u omisión en el desempeño de 

s funciones que tiene conferidas, y tiene como Propósito prevenir conductas que 

'ecten la buena marcha de la Administración Pública, 

I apercibimiento cumple la doble función de corrección y advertencia al 

abajador para que evite incurrir nuevamente en actos contrarios a las 
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obligaciones establecidas en la ley, toda vez que puede verse involucrado en una 

sanción mayor; por lo que, con este tipo de sanción se está haciendo una 

" .. IIamada de atención, a quien ha incurrido en falta, para que no la vuelva a 

cometer',66 

El apercibimiento debe hacerse por escrito y puede ser público o privado; el 

primero, es aquel que se hace del conocimiento general, pudiendo utilizarse como 

medio de difusión el Diario Oficial de la Federación o un periódico de circulación 

nacional, aunque esto es poco frecuente que ocurra y normalmente se coloca un 

aviso en las áreas o espacios públicos con que cuentan las dependencias o 

entidades; ° bien, en estrados que determinan las autoridades respectivas. Por su 

parte, el apercibimiento privado sólo consta en el expediente disciplinario, en el 

libro de Gobierno Electrónico" de los órganos de control interno, y obviamente lo 

conoce el sancionado, su jefe inmediato, el representante de la dependencia o 

entidad y el superior jerárquico. 

66 Luis Humberto Delgadillo Gutiérrez. El sistema de responsabilidades de los servidores 
públicos, p. 116. 
6? En Oficio No. 2001047/97. del 1,8 de febrero de 1998 y en Oficio No. SP/100.-0403/98 del 23 de 
marzo de 1998, ambos expedidos por la Secretaría de Contralorla y Desarrollo Administrativo se 
establece que " ... en los procedimientos administrativos de responsabilidades que lleven a cabo las 
Contralorias deberá ser capturado en el sistema que para tal efecto fue entregada ... " y la 
informaCión deberá remitirse de cada semana a la Subsecretaria de Atención Ciudadana de dicha 
SecretarIa en diSCO magnético o vla moderno Por su parte en el segundo OfICIO se precisa que" ... El 
seguimiento, la obtención de información y los reportes de 10$ asuntos que se encuentran a cargo 
de dichos órganos deberá llevarse a cabo únicamente por medio de los sistemas electrónicos 
diseñados al efecto .. :' 

55 



or su parte, la amonestación constituye una llamada de atención más fuerte, en 

cual se previene al servidor público de la posibilidad de una sanción mayor en 

lSO de continuar incurriendo en actos contrarios a las obligaciones que le marca 

ley; esto nos indica que su objetivo es prevenir faltas y corregir conductas 

.debidas; en suma, " ... el propósito de la amonestación es que el Infractor haga 

Jnciencia de su conducta ilicita [haciéndole] la advertencia de que en caso de 

olver a realizarla se le considerará como un reincidente ... ""; para la aplicación de 

, amonestación pública o privada la legislación Instituye el mismo criterio que en 

1 apercibimiento . 

. a suspensión consiste en la separación temporal del empleo, cargo o comisión 

lor un periodo que no puede ser menor de 3 días ni mayor de 3 meses, y para Su 

Iplicación debe identificarse si el infractor es un trabajador con puesto de 

:onfianza o de base; pues en el primer caso su aplicación corresponde al 

,uperior jerárquico, surtiendo efectos al momento de su notificación. 

'ara el caso de que el empleado público ocupe un puesto de base, el 

)rocedim',ento indica que el superior jerárquico de la dependencia o entidad debe 

jemandar la suspensión de acuerdo con la naturaleza de la relación laboral, pues 

a aplicación debe definirse de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Federal del 

Trabajo o la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, atendiendo al 

régimen jurídico bajo la cual está contratado el trabajador. 

---_._----
>6 Luis Humberto Delgadillo Gutll~rrez. Op. Cit" p. 117. 
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La destitución implica la separación definitiva del empleo cargo o comisión del 

servidor público y debe ser demandada por el superior jerárquico ante la autoridad 

laboral correspondiente, pues al igual que en la suspensión para el empleado de 

base debe efectuarse en cumplimiento del régimen juridico contratado, contrano al 

empleado de confianza donde la aplicación de la sanción surte efectos al 

momento que le es notificada por el superior jerárquico, 

Al respecto, es necesario apuntar que para el caso de que el superior jerárquico 

de la dependencia o entidad omita la demanda de suspensión o destitución, la 

Secretaria de Contraloría y Desarrollo Administrativo, está facultada para llevar a 

cabo el procedimiento ante las autoridades competentes, presentando las 

constancias respectivas al superior jerárquico que corresponda, 

La sanción económica normalmente procede cuando el servidor público con sus 

actos u omisiones causa daños y/o perjuicios a la Hacienda Pública Federal, o 

bien de acuerdo a los beneficios económicos obtenidos, estableciendo el artículo 

55 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos que se 

aplicaran dos tantos del lucro obtenido y de los daños o pe~uicios causados, 

Sin embargo, como el artículo 113 Constitucional establece hasta tres tantos de 

los beneficios obtenidos o de los daños o perjuicios causados, el articulo 54 de la 

ley antes citada ha sido declarado anticonstitucional por la Suprema Corte de 
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Jsticia al establecerse una sanción económica fija de dos tantos, sin que pueda 

"aduarse de acuerdo a las circunstancias. 

3 inhabilitación es la separación temporal del empleo cargo o comisión del 

,rvidor público y de acuerdo al articulo 53 de la Ley Federal de 

esponsabilidades de los Servidores Públicos se aplica cuando los actos u 

misiones, implican lucro o causan daños y perjuicios a la HacJenda Pública 

ederal y cuando éstos no excedan de 200 veces el salario mínimo vigente en el 

¡istrito Federal la sanción de inhabilitación será de uno a diez años, y si supera 

ste monto o se incurre en conduelas graves podrá ser de diez a veinte años. 

~i una persona es inhabilitada por un plazo mayor de diez años para volver a 

cupar un puesto en la Administración Pública, una vez cumplida la sanción, el 

tular de la dependencia o entidad deberá avisar a la SECODAM, razonando y 

Jstificando las causas por las cuales pretende ingresar al servicio público. 

'ara imponer sanciones al servidor público infractor la autoridad resolutora, debe 

;onsiderar los criterios de justicia y equidad, para ello debe observar los 

,Iementos indicados en el artículo 54 de la Ley Federal de Responsabilidades de 

JS Servidores Públicos, que señala la necesidad de tomar en cuenta la gravedad 

le la responsabilidad, la conveniencia de suprimir practicas que infrinjan la ley, las 

;ircunstancias socioeconómicas del servidor público, el nivel jerárquico, los 

nedios de ejecución, la antigüedad en el servicio, la reincidencia en el 
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incumplimiento de obligaciones y el monto del beneficIo daño o perjuicio que se 

deriva por el incumplimiento de obligaciones. 

3.1.4 Medios de defensa del Servidor Público. 

Con el objeto de que los servidores públicos cuenten con medios de defensa para 

hacer frente a posibles sanciones con la debida motivación y fundamentación que 

requieren los actos de la Administración Pública, se le otorga la vía para impugnar 

actos ilegales, mediante dos procedimientos, el Recurso de Revocación y el Juicio 

de Nulidad. 

De tal forma que la sanción administrativa aplicada al servidor público por 

resolución de las Contraloria de las dependencias o entidades pueden ser 

impugnadas ante la propía autoridad que emitió la resolución mediante el Recurso 

de Revocación, que debe interponer dentro del plazo de quince días siguientes a 

la fecha en que surta efectos la notificación de la resolución, debiendo hacerlo por 

escrito y expresando los agravios que le causan la misma, presentando las 

pruebas que estime convenientes. 

Asimismo en las resoluciones administrativas mediante las cuales se imponen 

sanciones a los servidores públicos, éstos puedan optar por impugnarlas ante el 

Tribunal Fiscal de la Federación mediante el llamado Juicio de Nulidad para lo 

cual cuenta con cuarenta y cinco dlas hábiles para presentarlo, y si el citado 
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lunal declara que es anulatoria la sanción, el servidor público es restituido en el 

ce de sus derechos de que hubiera sido privado. 

)f su parte resolución que recaiga al recurso de revocación puede ser 

pugnada ante el Tribunal Fiscal de la Federación y las resoluciones 

.solutorias pueden ser impugnables por la Secretaria o el superior jerárquico de 

dependencia o entidad. 

2 Marco Institucional. 

ado que el gobierno regido por el Lic. Miguel de la Madrid Hurtado inicia con 

weros problemas, políticos, económicos y sociales, sus acciones se dirigen a la 

¡squeda de respuestas a las demandas de la ciudadania, por lo cual adopta 

ociones para mejorar la actividad de la Administración Pública, aspirando a que 

desempeño de los servidores públicos se efectúe en condiciones de eficiencia y 

ficacia, y que su actuación Se verifique en los marcos de la honestidad y la 

ansparencia. 

'ara dar forma y contenido a tales aspiraciones promueve adiciones y reformas a 

1 Ley Orgánica de la Administración Pública Federal del 29 de diciembre de 1982 

reando la Secretaria de la Contraloria General de la Federación, la cual se erige 

... como la autoridad centralizada y especializada para vigilar el cumplimiento de 

lS obligaciones de los servidores públicos para identificar las responsabilidades 
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administrativas en que incurren por su incumplimiento y para aplicar las sanciones 

disciplinarias"69. 

De acuerdo con la modificación de la Ley antes citada, el artículo 32 bis señala 

que a la SECOGEF le corresponde " ... conocer e investigar los actos, omisiones o 

conductas de los servidores públicos para constituir responsabilidades 

administrativas, aplicar las sanciones que corresponden en términos que las leyes 

señalen, y en su caso, hacer las denuncias correspondientes ante el ministerio 

público ... ""; además, de opinar sobre el nombramiento de los titulares de las 

áreas de control de las dependencias y entidades. 

Para cumplir con su función a la SECOGEF se le faculta para expedir normas y 

lineamientos a fin de que los órganos de control interno establecidos en las 

dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, estén en 

condiciones de promover las acciones para prevenir y combatir conductas que 

afecten el racional y honesto manejo, en la aplicación de los recursos humanos, 

materiales y financieros. 

Inicialmente las Contralorías Internas se conciben como órganos de apoyo, por lo 

cual dependían directamente de los titulares de las dependencias, realizando 

69 "Exposición de Motivos enviada a la H. Cámara de Senadores del Congreso de la Unión", en Ley 
Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, 2 de diciembre de 1992, p.11. 
70 Ley Orgánica de la. Administración Pública Federal, p. 17. 

6\ 



lS funciones de acuerdo con las directrices Impuestas por la SECOGEF, 

:niendo la obligación de establecer áreas especificas para que los particulares 

udiera presentar quejas o denuncias en contra de servidores públicos que 

Icumplieran con sus obligaciones y, en su caso, iniciar el procedimiento 

isciplinario que establece el articulo 64 de la Ley Federal de Responsabilidades 

e los Servidores Públicos. 

as Contraloria Internas tienen entre otras funciones, llevar a cabo las 

westigaciones de aquellos casos en que los servidores públicos hayan 

1cumplido con sus obligaciones que le señala la ley, integrando los expedientes 

,ara iniciar los procedimientos de determinaCión de responsabilidades y, en su 

:aso, aplicar las sanciones correspondientes con base a la Ley Federal de 

~esponsabilidades de los Servidores Públicos. 

"ara el caso de las entidades, a éstas corresponde integrar y enviar el expediente 

3 la Coordinadora Sectorial, misma que deberá continuar con el procedimiento 

disciplinario, toda vez que el articulo 48 de la Ley Federal de Responsabilidades 

de los Servidores Públicos, señala que al superior jerárquico que compete aplicar 

las sanciones es el titular de la dependencia, y en el caso de entidades, al 

coordinador del sector correspondiente. 

Originalmente se dispuso que las sanciones económicas debian ser aplicadas por 

el superior jerarquico cuando no excedian de cien veces el salario mínimo vigente 
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en el Distrito Federal, y en caso de ser superior correspondía a la SECOGEF su 

aplicación; quien también, tratándose de infracciones graves o por la naturaleza 

de la denuncia debia conocer el caso o participar en las investigaciones iniciales. 

En suma, las Contralorías Internas adscritas a cada dependencia eran 

competentes para conocer e imponer sanciones disciplinarias a los servidores 

públicos que incumplieran con las obligaciones conferidas, salvo las económicas 

superiores a cien veces el salario mínimo del Distrito Federal. 

Esta situación, cambia durante el gobierno encabezado por el Lic. Carlos Salinas 

de Gortari, de tal forma que los órganos internos de control ubican y dependen de 

los oficiales mayores o de los directores de administración de cada dependencia o 

entidad; es decir " ... en este periodo dependieron de aquellas áreas a las que 

debían controlar, lo cual trajo como consecuencia que quedaran muy limitadas en 

sus actividades ... "" 

Es hasta la administración de Dr. Ernesto Zedilla Ponce de León cuando esta 

tendencia se revierte mediante reformas y adiciones a la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal, que fueron publicadas el 28 de diciembre de 

1994 y se establece en el articulo 37 la creación de la Secretaria de Contraloria y 

71 LUIS Humberto Delgadll10 Gutiérrez, Op. Gil, P 158. 



sarrollo Administrativo (SECODAM) que sustituye a la Secretaria de la 

ntraloria General de la Federación. 

a SECODAM se le faculta para opinar sobre el nombramiento y, en su caso, 

icitar la remoción de los titulares de los órganos internos de control de las 

pendencias y entidades de la Administración Pública Federal, además para 

'estigar las conductas de los servidores públicos que pueden constituir 

;ponsabilidades administrativas aplicando las sanciones que establece la ley. 

oha situación, sufre un cambio todavía mas radical con las modificaciones que 

le aplican a la mencionada Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, 

24 de diciembre de 1996, con lo cual los órganos internos de control pasan a 

'pender jerárquica y funcionalmente de la Secretaría de Contraloría y Desarrollo 

lmimstrativo, con lo cual se les dota de autoridad, con lo cual a su vez puede 

,var a cabo la defensa jurídica de las resoluciones que emitan en materia 

Iministrativa, ante los tribunales jurisdiccionales correspondientes. 

tro cambio significativo, es aquel que faculta al titular de la SECODAM para 

,signar y remover, si así lo estima conveniente, a los titulares de los órganos 

ternos de control de la Administración Pública Federal, así como a los de las 

reas de auditoría, quejas y responsabilidades de los mencionados órganos; 

.mbién, las Contraloria Internas de las Entidades Paraestatales pasan a 

epender de dicha Secretaría. 



:on los cambios a la ley mencionada las Contralorías pueden recibir quejas, 

lvestigar y en su caso determinar si existe o no responsabilidad administrativa 

e los servidores públicos, teniendo la capacidad de imponer las sanciones 

revistas en la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, asi 

omo la defensa de sus resoluciones ante los tribunales federales. 

',3. Impactos 

'ara evaluar los impactos impresos en el desempeño de la Administración PÚ blica 

'ederal por efecto de la aplicación del esquema normativo de las 

esponsabilidades administrativas, es necesario remitimos a las estadísticas, 

nismas que analizamos tomando como punto de partida el año de 1988; así como 

3S periodos comprendidos entre 1989-1994 y 1995 hasta el31 de mayo de 2000, 

,1 primero por constituir el año de conclusión de la gestión del Lic. Miguel de la 

iIladrid Hurtado, los dos segundos debido a que comprenden el ejercicio de 

'unciones del Lic. Carlos Salinas de Gortari al frente del poder ejecutivo, y los dos 

iltimos por ser el dato que nos sitúa en la anterior administración que encabezó el 

)r. Ernesto Zedillo Ponce de León. hasta el 31 de diciembre de 2000. 

Para tal efecto, se utilizan las cifras (ANEXOS 2 , 3 Y 4), obtenidas en el Cuarto y 

Sexto Informe de Gobierno del Dr. Ernesto Zedillo Ponce de León, rendidos el 1°. 

de Septiembre de 1998 y de 2000 respectivamente, ante el Congreso de la Unión, 

mismo que nos arroja los resultados siguientes: 
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el año de 1988, cuando concluye la gestión del Lic. Miguel de la Madnd 

tado se contaba con 11,098 quejas y denuncias expuestas por la ciudadania 

,rentes tanto a irregularidades como a consultas, sugerencias y 

anocimientos, a las cuales se suman 456 inconformidades por actos violatorios 

los procesos licitatorios de adquisiciones, obra pública y servicios; de las 

.Ies se generaron 277 denuncias penales presentadas por la Secretaria de la 

ntraloría General de la Federación, así como de las dependencias y entidades 

e las instancias judiciales. 

rivado de la aplicación de la Ley Federal de Responsabilidades de los 

rvidores Públicos, en 1988 se impusieron 7,402 sanciones administrativas, de 

cuales 6,043 fueron apercibimientos; 290 amonestaciones; 207 suspensiones 

377 destituciones del encargo; 90 inhabilitaciones; asimismo se registran 395 

nciones económicas. 

Ira el periodo comprendido entre 1989-1994 que constituye el sexenio presidido 

" el Lic. Carlos Salinas de Gortari, de las quejas y denuncias expuestas por la 

ldadanía 11,958 generaron la aplicación de sanciones, a las que se suman 

364 originadas por dictámenes de auditoria, 9,322 por investigación interna, 640 

)Iación a derechos humanos, así COmo 64,840 debidas a registro patrimonial, 

.madas todas ellas registran un total de 91, 442. 



La imposición de sanciones a Servidores Públicos, en este periodo, tomando 

como referente la figura jurídica aplicada, nos muestra que de un total de 91,211 

sanciones administrativas, 63,506 fueron apercibimientos; 7,115 amonestaciones; 

6,996 suspensiones y 6,974 destituciones del encargo; 4,788 inhabilitaciones; 

asimismo se registran 1,832 sancIones económicas. 

De manera acumulada durante este periodo ubicamos que atendiendo a las 

causas generadoras de ilícitos, se impusieron 92,517 sanciones, de las cuales 

11,571 resultaron de la imputación por negligencia administrativa; 1,591 por 

irregularidades tanto en las contrataciones de Adquisiciones y Obra Pública, así 

como del orden laboral; 4,086 por inobservancia de las leyes y normas 

presupuestales; 4,701 por abuso de autoridad; 3,633 por falta de honestidad, 

64,840 por incumplimiento en la presentación de declaración patrimonial, 

asimismo se registran 2,095 sanciones económicas. 

Asimismo, durante este período, se registra una aplicación personal de sanciones, 

en la que destacan los servidores públicos adscritos a la Secretaría de Hacienda· 

y Crédíto Públíco, quienes del universo total constituido por 87,359, se hicieron 

acreedores se sanción 17,511, seguidos por el Departamento del Distrito Federal 

con la cantidad de 11,847; asimismo consignamos que la Presidencia de la 

República no registra sanción alguna, y entre las tendencias más bajas ubicamos 

a las Secretarías de Marina y Defensa con 7 cada una de ellas. 
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3 el periodo comprendido entre 1995-2000, que muestra el ejercicio presidido 

el Dr. Ernesto Zedilla Ponce de León, de las quejas y denuncias expuestas 

la ciudadania 16,450 generaron la aplicación de sanciones, a las que se 

nan 10,318 originadas por dictámenes de auditoria, 5,652 por investigación 

,rna, 370 violación a derechos humanos, asi como 23,348 debidas a la falta de 

)rlunidad en la presentación del registro patrimonial, sumadas todas ellas 

¡istran un total de 56,138. 

Irante este período, la impcsición de sanciones a Servidores Públicos, de 

,uerdo con la figura jurídica aplicada, nos muestra que de un total de 56,138 

mciones administrativas, 24,282 fueron aperCibimientos; 7,328 amonestaciones; 

398 suspensiones y 5,104 destituciones del encargo; 6,088 inhabilitaciones; 

,imismo se registran 4,938 sanciones económicas. 

e manera acumulada durante este periodo se impusieron 60,803 sanciones, de 

IS cuales 21,401 se debieron a negligencia administrativa; 2,131 por 

regularidades tanto en las contrataciones de Adquisiciones y Obra Pública, así 

amo del orden laboral; 3,531 por inobservancia de las leyes y normas 

resupuestales: 4,365 por abuso de autoridad; 1,106 por falta de honestidad, 

3,331 por incumplimiento de presentación de declaración patrimonial, asimismo 

e registran 4,938 sanciones económicas. 



'urante este período, la aplicación personal de sanciones a un total de 58,009 

ervidores públicos; nuevamente registra el nivel más alto en el personal adscrito 

, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público con 7,352; asimismo le sigue de 

lueva cuenta el Departamento del Distrito Federal con la cantidad de 7,905; sin 

)mbargo, ya encontramos que en el caso de la Presidencia se registran 100 

¡anciones, en contraposición con el sexenio anterior, donde no le fue aplicada 

sanción alguna. 

Los anteriores datos muestran que dentro de las facultades con que cuenta la 

actual Administración Pública para prevenir, corregir y en su caso sancionar las 

conductas de los servidores públicos que tienden al abuso, incumplimientos, 

excesos o desviaciones, en el desempeño de sus funciones, no ha sido lo 

suncientemente apta para consolidar un eficiente esquema de responsabilidades 

administrativas que permita desalentar la ilegalidad, la inmoralidad y corrupción, 

que impactan negativamente en los intereses públicos. 

El actual esquema de responsabilidades administrativas ha enfocado su actuación 

a la aplicación de sanciones consistentes en apercibimiento y amonestaciones, es 

decir en simples llamadas de atención al servidor público, principalmente por 

negligencias que ha denunciado la ciudadanía y por incumplimiento en la 

presentación del registro de situación patrimonial, omitiendo sancionar las más 

significativas irregularidades en que se incurre en la actividad pública. 
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CONCLUSIONES 

a importancia del servidor público se materializa en el impacto que sus 

ctividades desempeñadas en el seno de la Administración Pública, imprimen en 

, adopción y ejecución de acciones encaminadas a la satisfacción de 

ecesidades que la comunidad le plantea al Estado para la conservación y 

eproducción de las relaciones sociales. 

,n este contexto, el servidor público se sitúa como el agente mediante el cual el 

,stado ejecuta la voluntad popular, por ello sus funciones y actividades deben 

,star circunscritas a lo establecido en las leyes, que en el marco del Estado de 

)erecho norman la relación entre los indiViduos que integran la comunidad y los 

loderes públicos, con el objeto de prever, y en su caso Impedir el abuso o 

~xcesos en que pueden incurrir quienes detentan el poder durante el proceso de 

Jobierno. 

Sólo bajo el imperio de la ley, la actuación del servidor público puede garantizar 

tanto su libertad como la del resto de individuos para que en forma conjunta 

participen en la construcción de un proyecto de vida común, donde los principios 

democráticos orienten la actividad estatal y alienten la participación ciudadana en 

la gestión de los asuntos públicos que a todos atañen. 

En tanto el servidor público mediante su función se constituya en el garante de la 

libertad y la democracia, está tendiendo puentes que coadyuvan a legilimar la 
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acción de gobierno; esto sólo puede lograrse atendiendo a criterios de eficiencia y 

eficacia en el desempeño de la función pública; asimismo dentro de los 

compromisos profesionales que no puede soslayar, destaca la adopción de 

criterios tendientes a privilegiar la equidad Que permite la erradicación de 

desviaciones e injusticias cometidas en perjuicio de la propia sociedad de la cual 

forma parte, y a la cual tiene el compromiso de servir. 

En consecuencia, el servidor público está obligado a observar una actitud 

comprometida y responsable, mismas que le permitirán situarse en posición de 

encarar satisfactoriamente el rendimiento de cuentas que le son exigidas por la 

sociedad en virtud de ser la parte que aporta de recursos, y por lo tanto 

detentadora real de poder, 

La actuación transparente y honesta le evita al servidor público el finca miento de 

responsabilidades, mismas que en el esquema actual se encuentran normadas 

mediante la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos, vigente a partir 

del 31 de diciembre de 1982, y en la cual se resume el estado del conocimiento 

alcanzado hasta ese momento, 

Este esquema normativo, tal como hoy se encuentra estructurado, constituye el 

producto del esfuerzo Que de manera incremental se ha venido efectuando 

durante el transcurso de nuestra vida como nación, pues a partir de la época 

independentista ya se ubican en la legislación esfuerzos tendientes al 
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establecimiento de medidas de control para consolidar un sistema de 

responsabilidad de los funcionarios públicos. 

Los esfuerzos por imprimir orden y transparencia en la actuación de los recursos 

humanos adscrito a la Administración Pública toman cuerpo durante el México 

posrevolucionario, mediante la creación el 25 de diciembre de 1917 del 

Departamento de Contraloria General de la Nación, que aunque sólo cuenta con 

una vigencia de 15 años sienta el precedente institucional al respecto. 

Más aún, se enriquece el esquema normativo cuando durante el régimen 

encabezado por el General Lázaro Cárdenas del Rio se expide la Ley de 

Responsabilidades de los Funcionarios y Empleados de la Federación, del Distrito 

Federal y Territorios Federales y de los Altos funcionarios de los Estados, 

publicada el 21 de febrero de 1940, que define como delito de los altos 

funcionarios, el ataque a las instituciones democráticas, a la forma de gobierno 

republicano, a la libertad de sufragio, la usurpación de atribuciones, la violación de 

garantias individuales y cualquier infracción a la constitución o a las leyes 

federales. 

No obstante que el 31 de enero de 1980, durante el régimen encabezado por el 

Lic. José López Portillo, se expide la Ley de Responsabilidades de los Altos 

Funcionarios Públicos y Empleados de la Federación de los Estados, esta sola 

legislación no es capaz de imponer orden y transparencia en la actuación de los 
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seNidores públicos, pues al término de dicha administración los indice de 

corrupción alcanzan niveles insospechados, a tal punto que el reclamo ciudadano 

se patentiza no sólo a niveles informales, sino que se vuelca en los medios 

masivos de comunicación mostrando la molestia e inconformidad por los 

atropellos cometidos. 

Es precisamente esta situación, la que genera que el 31 de diciembre de 1982, 

se expida la Ley Federal de Responsabilidades de los SeNidores Públicos, 

vigente a la fecha, misma que obedece a un proyecto denominado de Renovación 

Moral adoptado por la administración encabezada por el Lic. Miguel de la Madrid 

Hurtado. 

Al respecto, es necesario apuntar que en la letra el esquema normativo actual, 

constituye un aporte significativo para prevenir y combatir los actos y omisiones 

que por siempre han afectado el buen desempeño de la Administración Pública, 

dado que delimita perfectamente a los sujetos de responsabilidad, las sanciones, 

administrativas, los procedimientos; as; como los medios de defensa con que 

cuenta el seNidor público ante resoluciones ilegales y por lo tanto injustas. 

Es importante mencionar que derivado el esquema normativo, actualmente 

nuestra Administración Pública cuenta con una institución denominada Secretaria 

de Contraloria y Desarrollo Administrativo encargada de prevenir e incluso 
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,ancionar las incumplimientos en que Incurren los Servidores Públicos durante el 

'jercicio de sus atribuciones y el desempeño de sus funciones. 

ompero, la existencia de dicho órgano ha generado diversas polémicas, la primera 

je ellas, verilicada hacia el interior de las dependencias del Poder Ejecutivo, 

jonde se ha cuestionado la actuación de los órganos internos de control que 

operan en cada una de ellas, esto ha propiciado modificaciones en la adscripción 

de dichos órganos, los cuales en el momento actual se les vinculan 

presupuestalmente, pero jerárquicamente dependen de la Secretaria de 

Contraloria y Desarrollo Administrativo quien cuenta con atribuciones para 

designar y remover a los titulares. 

La situación antes mencionada, cumple con el cometido de evitar situaciones que 

pudieran conducir a componendas entre servidores públicos debido al papel de 

juez y parte desempeñado cuando el titular del órgano interno de control depende 

a su vez del titular de la dependencia donde actúa. 

Por otra parte, la existencia de la Secretaria de Contraloria, se ha visto 

:uestionada aduciendo que sus funciones y atribuciones se traslapan con las 

:lesempeñadas por la Contaduría Mayor de Hacienda dependiente del Poder 

_egislatívo; sin embargo, se considera que dicha afirmación carece de 

'undamento, pues la SECODAM constituye una institución del Poder Ejecutivo 

~ncargada de mantener contacto directo con la ciudadanía para recoger sus 
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quejas y demandas, y con base en ellas prevenir y sancionar los incumplimientos 

presentados en el ejercicio de las funciones y atribuciones de las dependencias 

adscritas a dicho poder. 

En contrapartida, la Contaduría Mayor de Hacienda, encarna un órgano técnico 

con facultades y atribuciones dirigidas hacia el auxilio de la Cámara de Diputados 

del Congreso de la Unión para revisar el ejercicio del gasto público al término de 

cada ejercicio presupuestal, de tal forma que no puede ejercer vigilancia durante 

el desarrollo de las actividades emprendidas para la ejecución en tiempo real. 

Al respecto, es conveniente apuntar que está justificada la creación de la actual 

Secretaria de Contraloria y Desarrollo Administrativo, cuya labor desempeñada 

ha ido consolidándose incrementalmente, encontrando que durante el año de 

1988, de 7,402 sanciones administrativas, el 86.50% se resolvieron mediante 

apercibimientos; que en realidad se trata de simples llamadas de atención. 

Asimismo, es conveniente resaltar que durante el periodo de gobierno 

encabezado por el Lic. Carlos Salinas de Gortari, el número de sanciones 

aplicadas se elevó considerablemente, a tal punto que al final del sexenio de 

manera global se registra la cantidad de 92,517, de las cuales 64,840 se aplicaron 

debido a la falta de presentación oportuna de la Declaración Patrimonial, 

instrumento con el cual se demuestran los movimientos financieros personales 
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"egistrados durante el desempeño de la función, en segundo término se volcó 

hacia las negligencias administrativas denunciadas por la ciudadania. 

Es evidente, que durante el transcurso de la presente investigación pudimos 

constatar que la mayor incidencia en la aplicación de sanciones se adscribe a la 

no presentación o falta de oportunidad en la presentación del registro de situación 

patrimonial por parte de los servidores públicos, esto nos conduce a reflexionar 

acerca de su instrumentación, pues la critica que al respecto persiste es que no 

muestra efectividad alguna, más bien se ha constituido en un instrumento político 

al cual se acude para el ajuste de cuentas, que en nada coadyuva a elevar los 

niveles de eficiencia y transparencia de los procesos desempeñados por la 

Administración Pública. 

Durante el régimen encabezado por el Dr. Ernesto Zedillo Ponce de León, la 

aplicación de sanciones muestra de nuevo una tendencia hacia el incremento, 

pues en sólo en los primeros tres años se registra la cantidad de 31,125, Y al 

igual que el régimen anterior la mayor incidencia se registra por falta de 

oportunidad en la presentación de la Declaración Patrimonial, seguida por la 

negligencia administrativa; sin embargo, en la conclusión de la gestión esta 

tendencia se muestra hacia la baja, pues encontramos que el total de sanciones 

aplicadas es de 60,803, que representa el 65.72% con respecto al sexenio 

anterior. 
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Es conven iente señalar que la reducción mostrada en la aplicación de sanciones 

en el gobierno federal, en mucho se debe a que a partir de 1988 el Departamento 

del Distrito Federal se constituye en Gobierno del Distrito Federal adquiriendo una 

cierta autonomía debido a que su titular es elegido mediante el voto ciudadano, 

situación que también incide en que su estadística ya no se incluya en la 

presentada por el gobierno federal, de igual que sucede con los datos reportados 

por la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal. 

Resulta Ilustrativo apuntar que durante el período de estudio pudimos percatarnos 

que durante el periodo 1989-1994 los servidores públicos adscritos a la Secretaría 

de Hacienda y Crédito Público fueron quienes mayor número de sanciones 

registran anualmente, situación que para el periodo 1995-1997 se cambia al ser el 

Departamento del Distrito Federal, -cuyo titular accedió al poder mediante elección 

popular donde triunfó un partido de oposición- la dependencia que registra el 

mayor número de éstas. 

De modo general, la reflexión nos conduce a reiterar que el servicio público no 

puede eficientarse ni moralizarse por decreto, pues la experiencia nos está 

enseñando que a pesar de la aplicación de sanciones derivadas de la legislación 

no se ha logrado que los índíces de incumplimientos, errores u omisiones se 

abatan, por el contrario, tal como hemos podido constatar en la presente 

investigación, cada vez más se manifiesta el reclamo ciudadano con respecto a la 

transparencia, agilidad y honestidad. 
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consecuencia, consideramos necesario apuntar que la normatividad debe 

lrzarse con esquemas que guíen al servidor público hacia el privilegio de una 

:ura inclinada a la observancia de los valores éticos de honestidad, eficiencia y 

nidad que se traduzcan en actitudes regidas por la probidad y la 

ponsabllidad. 

respuesta sólo podemos encontrarla en la formación que como ciudadanos 

Jamas lograr mediante nuestras instituciones especializadas en la educación; 

las cuales debe necesariamente incluirse la actividad formadora de mexicanos 

Inos, que privilegien en todo momento el respeto como valor que permite 

wivir sin atropellar. 

imismo, consideramos que la Administración Pública debe incluir en su 

norama la implantación de verdaderos programas de profesionalización, que 

fmitan al servidor público expectativas de desarrollo laboral y humano, que evite 

desviación de la función y lo conduzca por la senda de la sana convivencia. 
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ANEXO 1 

LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PUBLICaS. 

ARTICULO 47 
Todo ser,nQor público tendrá las siguIentes obligac¡ones, para salvaguardar la legalidad, honradez, 
lealtad, imparcialidad y efldencla que deben ser observadas en el desempeño de su empleo, cargo 
o comisión, y cuyo incumplimiento dará lugar al procedimiento y a las sanciones que correspondan, 
sin perjuicio de sus derechos laborales, así como de las normas espeCificas que al respecto rijan 
en el serviCIO de las fuerzas armadas: 

\.- Cumplir con la máXima díllgencia el servicio que le sea encomendado y abstenerse de cualqUier 
acto u omisión que cause la suspensión o defiCiencia de dicho servicio o Implique abuso o ejercicio 
Indebido de un empleo, cargo o comisión; 

IL~ formular y ejecutar legalmente, en su caso, los planes, programas y presupuestos 
correspondientes a su competencia, y cumplir las leyes y otras normas que determinen el manejo 
de recursos económicos públicos; 

111 - Utilizar los recursos que tengan asignados para el desempeño de su empleo, cargo o comiSión, 
las facultades que le sean atribuidas o la Información reseNada a que tenga acceso por su función 
exlusivamente para los fines a que están afectos, 

IV.- Custodtsr y cuidar la documentación e información que por razón de su empleo, cargo o 
comisión, conserve bajo su CUidado o a la cual tenga acceso, impidiendo o eVitando el uso, la 
sustracción, destrucción, ocultamiento o inutitización indebidas de aquéllas; 

V.- Observar buena conducta en su empleo, cargo o comisión, tratando con respecto, diligencia, 
imparcialidad y rectitud a las personas con las que tenga relación con motivo de éste, 

VI - Observar en la direCCión de sus inferiores jerárquicos las debidas reglas del trato y abstenerse 
de incluir en agravio, desviación o abuso de autoridad; 

VII - Observar respecto y subordinación legitimas con respecto a sus superiores jerárquicos 
inmediatos o mediatos, cumpliendo las disposiciones que éstos dicten en el ejercicio de sus 
atribuciones; 

VIII.- Comunicar por escrito al titular de las dependencia o entidad en la que presten sus serviCIOS, 
las dudas fundadas que le suscite la procedencia de las órdenes que reciba; 

IX.- Abstenerse de ejercer las funciones de un empleo, cargo o comisión después de concluido el 
período para el Cual se le designó o de haber cesado, por cualquier otra causa, en el ejerciCIO de 
sus funciones: 

X.- Abstenerse de disponer o autorizar a un subordinado a no asistir sin causa justificada a sus 
labores por más de quince dias continuos o treinta discontinuos en un afio, asi como de otorgar 
Indebidamente licencias, permISos o comisiones con goce parCIal o total de sueldo y otras 
percepciones, cuando las necesidades der servicio públiCO no lo exijan; 

XI.- Abstenerse de desempeñar algún otro empleo, cargo o comisión oficial o particular que la Ley 
le prohiba; 

XII - Abstenerse de autorizar la selección, contratación, nombramiento o designacIón de qUien se 
encuentre inhabi¡itado por resolución firme de la autoridad competente para ocupar un empleo, 
cargo o comisión en el servicio público; 



11.- Excusarse de inteNenir en cualqUier forma en la atención, tramitación o resolución de asuntos 
I los que tenga interés personal"famlliar o de negocios, incluyendo aquéllOS de los que pueda 
sultar algún beneficio para él, SU cónyuge o panentes consanguíneos hasta el cuarto grado, por 
Inidad o civiles, o para terceros con los que tenga relaciones profesionales, laborales o de 
~gOCIOS, o para socios o sociedades de las que el servidor público o las personas antes referidas 
rmen o hayan formado parte; 

V.- Informar por escrito al jefe inmediato y en su caso, al superior Jerárquico, sobre la atención, 
3mite o resolUCión de los asuntos a que hace referencia la fraCCión anterior y que sean de su 
>nocimiento; y observar sus Intrucciones por escnto sobre su atención, tramitación y resolUCión, 
randa el servldor público no pueda abstenerse de Intervenir en ellas; 

V.- Abstenerse, durante el ejercicio de sus funCiones de soliCitar, aceptar o reCibir, por sí o por 
terpósita persona, dinero, objetos mediante enajenación a su favor en precio notoriamente 
feriar al que el bien de que se trate y que tenga en el mercado ordinario, o cualqUier donación, 
npleo, cargo o comiSión para sí, o para las personas a que se refiere la fracción Xlll, y que 
'ocedan de cualquier persona física o moral cuyas actividades profeSionales, comerciales o 
dustriales se encuentren directamente Vinculadas, reguladas o supervisadas por el servidor 
Jblico de que se trate en el desempeño de su empleo, cargo o comisión y que Implique intereses 
n conflicto. Esta prevención es aplicable hasta un año después de que se haya retirado del 
mpleo. cargo o comisión; 

VI.- Desempeñar su empleo, cargo o comiSión Sin obtener o pretender obtener beneficios 
dic\onales a las contraprestaciones comprobables que el Estado le otorga por el desempeño de 
u función, sean para él o para las personas a las que se refiere la fraCCión XIII; 

VII - Abstenerse de intervenir o participar Indebidamente en la seleCCión, nombramiento, 
esignaclón. contratación, promoción, suspenSión, remoción, cese o sanción de cualquier servidor 
úblico, cuando tenga Interés personal, familiar o de negocios en el caso, o pueda derivar alguna 
entaja o beneficio para él o para las personas a las que se refiere la fraCCión XIII, 

.VIII.- Presentar con oportunidad y veracidad, las declaraciones de situación patrimonial, en los 
~rminos establecidos por esta Ley; 

:[x.- Atender con diligencia las intrucclones, requerimientos y resoluciones que reciba de la 
;ecretaria de [a Contraloría, conforme a la competencia de ésta; 

:J<.- Supervisar que los servidores públicos sUjetos a su direCCión, cumplan con las disposiciones 
le este artículo; y denunciar por escrito. ante el superior jerarqUlco o la contraloria Interna, los 
Iclos u omisiones que en ejercicIo de sus funciones llegare a advertir respecto de cualquier 
,ervidor públiCO que pueda ser causa de responsabilidad administrativa en los términos de esta 
ey. y de las nOrmas que al efecto se expidan; 

(XI.- Proporcionar en forma oportuna y veraz, toda la informaCión y datos soliCitados por la 
lstitución a la que legalmente le competa la Vigilancia y defensa de los derechos humanos, a 
~fecto de que aquélla pueda cumplir con las facultades y atribuciones que le correspondan; 

<XII.- Abstenerse de cualquier acto u omisión que implique IncumpIJmiento de cualquier disposición 
urfdica relacionada con el servicio público; 
<Xll1.- Abstenerse. en ejercicio de sus funclOnes o con motivo oe ellas, de celebrar o autorizar la 
~elebración de pedidos o contratos relacionados con adquisiciones, arrendamientos y enajenación 
:le todo tipo de bienes, prestación de servicios de cualquier naturaleza y la contratación de obra 
)ública, con quien desempeñe un empleo cargo o comisión en el servicio público, o bien con las 
:.ocledades de las que dichas personas formen parte. sin la autorización previa y específica de la 
Secretaria a propuesta razonada, conforme a las disposiciones legales aplicables, del titular de la 
jependencia o entidad de que se trate, Por ningún motivo podrá celebrarse pedido o contrato 



alguno con qUien se encuentre inhabilitado para desempeñar un empleo, cargo o comiSión en el 
servicIo público, y 

XXIV.- Las demás que le Impongan las leyes y reglamentos. 

Cuando el planteamiento que formule el servidor pubhco a su supenor JerárquIco deba ser 
comunicado a la Secretaría de la ContraJoría General, el superior procederá a hacerlo Sin demora, 
bajo su estricta responsabilidad, poniendo el trámite en conoCimiento del subalterno interesado, si 
el superior jerárquIco omite la comunicación a la Secretaria de la Contraloria General, el subalterno 
podrá practicarla directamente informando a su supenor acerca de este acto. 



ANEXO 2 

SANCIONES ADMINISTRATIVAS IMPUESTAS A SERVIDORES PÚBLICOS (1989-2000) 

Figuras jurídicas 1986 1989 1990 1991 1992 1993 1994 Total 1995 1996 1997 1998 1999 2000 
aplicadas Concluye sexenio 

sexenio 

, '.04' 9.514 8.575/ 14.3431 ',6151 7.800/ G: 3.3341 6.5821 1: 4.' 3.61 
,9< 325 395L ,298/ ,485/ ~207/ I,OZO/ ' . 63 

-'" i ' . 899/ .008/ 38 

" 
, 

~ 
75 214/ i ,3ge ~ 1,356/ 1,510 6E 

200 

~ 
21 

,'ot"" 1S. , , l' ..22 

Nota. Las cifras para el ejercIcIo 2000, comprenden del1de enero al 31 de mayo 

Fuente. 
Cuarto Informe de Gobierno del Dr Ernesto Zedilla Ponce de León ante el Congreso de la Unión, MéXICO, el 10 de septiembre de 1998 
Sexto Infocme de Gobíerno del Oc Ernesto Zedilla Ponce de León ante el Congreso de la Unión, MéXICO, e\1° de Sertlembre de 2000 

Total 
sexenio 

~ 
i,08~J 

S, i.138/ 

------------------------------------------------------------... , 



UKlüt:N T J.\I""LIl..J-\l..IUI\I UC <)J-\I\I ...... vl'jC<) J-\ .;:IJ;:.I'VIUV"'L-O rUUL.' .... ,.., .... \ .......... -"-VVV¡ 

Indicadores 1989 1990 1991 1992 1993 1994 Total 1995 1996 1997 1998 1999 2000 
sexenio 

Origen de las sancIOnes 

CueJa o denuncía 336 800 2,003 2.398 2,954 3,465 11,956 2,586 3,891 2,890 3,222 2,693 1,168 
ciudadana 

DICtamen de auditoría 135 163 540 681 1,074 2,071 4,664 1,302 1,140 1,517 2,472 2,715 1,172 
Investigación Interna 485 662 1,460 1,455 1,935 3,325 9,322 1,118 899 994 1,293 936 412 
Recomendación por 3 109 212 260 56 640 39 67 34 156 51 23 
Vlolaclón a derechos 
humanos 

Registro patnmonlal 9,546 8,953 14,974 14,617 9,054 7,696 64,840 2,723 3,329 6,464 3,683 3,703 3,446 
Totales 10.502 10,581 19,086 19,363 15,277 16,613 91,422 7,768 9,326 11,899 10,826 10,098 6,221 

Cau,a, d. las, 
311 580 1,931 1,562 2,301 4,872 11,57 3,264 3,664 3.49E 4,763 4,181 2,033 , 

, 28 154 241 351 304 51: 1,591 189 222 306 589 616 209 

I "Y"Y"~:::" 291 280 627 729 1,158 1,001 4,086 396 558 31 ~ 9S0 972 308 

LAbU,," 1" ~ 
630 988 1, 1,450 4,701 886 1,290 '1 e 663 52< 289 

I"",d" 182 583 1 116 ~OS' 3,6"" 337 25; 226 150 .100 3" 
9,54' 8,953 14,974 14,61~ 7,696 64,840 2,723 3,331 6.441 3,677 3,702 3,446 

200 204 212 297 484 691 2,095 624 1, 0291 841 1,027 961 449 

IToI,I., 10,702 10,785 19,298 18,660 15,76' 17,31 92,51 8,41 10,3551 12,35' 1,849 .11,059 6,nO 

Nota: Las cifras para el ejercicio 2000, comprenden del1de enero al31 de mayo 

Fuente: 
. Cuarto Informe de Gobierno del Dr. Ernesto Zedillo Ponce de León ante el Congreso de la Unión, México, eI1°.de Septiembre de 1998 . 
. Sexto Informe de Gobierno del Dr. Ernesto Zedillo Ponce de León ante el Congreso de la Unión, México, el1°.de Septiembre de 2000 

Total 
sexenio 

16,450 

10,318 
5,652 

370 

23,348 
56,138 

21,401 

2,131 
3,531 

4,365 
1,106 

23,331 

4,938 

60,803 



PERSONAL SANCIONADO ADMINISTRATIVAMENTE (1989-2000) 

, '''9 '"'0 1"'1 1992 "" 1994 [,~:~::O I 1995 
1996 1997 1988 1999 

328 56' 5.., 921 63' ~ ~ , , 
u,,,,, 
""""" y, " 

2,669 1,44; 4,620 3,887 2,419 2A69 17,51' 686 1," 1,72, 1,472 1,30' 

58 83 114 O O 6 261 2 "" 56 9 45 

,,,,,,1, 929 

~ Ir,;u5!nal 
722 419 lA4' f85 1,100 L03 "4 212 200 179 

D;""~" R,,,' 
726 981 1,294 1,310 842 678 5,831 3>; 403 373 372 37' 

'58 391 667 390 554 474 2,934 315 436 635 fO¡ 6>3 

, 11' 

9::i ~ ~ , , !¡ 6,710 ~ "''':0 y"'''''''''' SOCIO' 4f 76 85 401 29 30 62 201 

C",,,,, N",oo" j ~. 
O[ 

~ 4,343 =Ws , 30 596 7f 
,T"M~ 74 se 88 67 " 421 " 70 

, R~,,~ 84 127 103 103 114 148 67; 15 179 569 356 496 
l' 

00" Di,lmo 902 1,044 2,313 1,547 2,203 3,478 11,487 2,461 2,756 1,988 700 
,F" ... , 
!R.,,,,,~ 

,1d,1, 499 573 658 1,07: 9ZC 8" 4,542 527 781 622 1,'" 1,319 

'do 281 992 1,358 m 693 ni 4,779 267 390 587 407 
,Ju~',C'3 del O,srtrr(O Federal 

O 12 15 21 3f 

737 ,30 82' 3,51 ,32: 1,"" 9,1'6 _4se ~ 74( -"le O~7 

~ 1 

Nota Las Cifras para el ejercicIo 2000, comprenden del 1de enero al 31 de mayo 

Fuente: 
Cuarto Informe de Gobierno del Or Ernesto Zedilla Ponce de León ante el Congreso de la Unión, México, el1°,de Septiembre de 1998 
Sex\o Informe de GobIerno del OL Ernesto Zedillo Ponce de León ante el Congreso de la Unión, México, el 1° de Septíembre de 2000 

2000 I ,:;~::O 

." 2,355 
34 185 

1,135 7,352 

5 14E 

130 1,101 

160 2,002 

386 3,132 

_225 

~ 403 
98 639 

25' 2,419 
28: 

295 2,049 

O 7,905 

64 5,388 

O 1,65" 

100 

580 )1'39 
.7,i!): 

',009 
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